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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	06-9493-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Enrique  Pacheco Carranza

Hotel Punta Leona y otros

Altos de Leonamar SA


	03-08-06
	ATRIBUCIONES DEL TRIBUNAL AMBIENTAL ADMINISTRATIVO

- Artículo 2, iniciso e), 99, 103, 104, 105 y 111 de la Ley Orgánica del Ambiente. No. 7554 del 28-09-1995. Publicada en La Gaceta No. 215 del 13-11-1995.

En aplicación de la normativa citada se le sanciona con una falta de carácter penal (por un delito) por parte de un órgano administrativo a quien la ley le ha conferido esa potestad o atribución en contra de la Constitución, confiscándose el patrimonio suyo y de las amparadas por una vía que implica una usurpación de funciones consentida por el legislador ordinario en tanto creó un delito de daños para que sea valorado y aplicado en sede administrativa y no por el Poder Judicial y sus jurisdicciones.  El Tribunal Ambiental Administrativo, con autonomía propia puede imponer sanciones, establecer multas, demoler construcciones y al quien se oponga lo amenaza con abrirle causa penal por resistencia a la autoridad. 



	06-9495-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana María Corea Figueroa. 
	03-08-06
	INSTITUCIONES PÚBLICAS SON EXONERADAS DE PRESENTAR CERTIFICACIONES DE PERSONERIA ANTE DESPACHOS JUDICIALES.

-Artículo 70 de la Ley del Sistema Bancario Nacional. No. 1644. 

-Reforma que hace a la Ley 4937 del 24-12-1971 de sus artículos 68, 10 y 71.

-Articulo XXXIII del Consejo Superior del Poder Judicial, tomado en sesión del 31-08-2000, artículo LI y contra cicurlar No. 186-2004. 

Se establece el privilegio a los bancos del Estado, instituciones autónomas y semi-autónomas y demás corporaciones públicas de no presentar certificaciones de personería para establecer acciones de demanda ante los Tribunales de la República, contrario a lo que exigen los artículos 102 y 103 del Código de Procedimientos Civiles. 



	06-9520-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodrigo Gutiérrez Schwanhauser
	03-08-06
	TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON ESTADOS UNIDOS.

-Omisiones del Poder Ejecutivo con motivo de la negociación y firma del Tratado de Libre Comercio con República Dominicana, Centro América y Estados Unidos. 

-Interpretación y Aplicación de los artículos 2, incisos a), b) y d) y el artículo 6 de la Ley de Creación del Ministerio de Comercio Exterior. No. 7638, 

-Interpretación y aplicación del artículo 3 de la Ley para las Negociaciones Comerciales y la administración de Tratados de Libre Comercio, Acuerdos e Instrumentos de Comercio Exterior. Ley No. 8056 del 21-12-2000. 

Atribuciones y competencia del Ministro de Comercio Exterior y de los Negociadores y Embajadores Especiales con motivo de la negociación y firma del TLC con Estados Unidos. 



	06-9556-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Danilo Antonio Garita Jones
	04-08-06
	COMPENSACIÓN DE TIEMPO LABORADO EN FORMA EXTRAORDINARIA

-Artículo 12 del Decreto Ejecutivo No. 20295-J-1991. Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Justicia. 

Se compensa con días libres las horas extras que trabajan los funcionarios del Ministerio de Justicia. 



	06-9558-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Enrique Infante Rojas
	04-08-06
	NIEGAN APELACION DE ACUERDO CONCILIATORIO

-Artículo 314 del Código Procesal Civil. 

Se rechazó apelación con nulidad concomitante contra sentencia de homologación de acuerdo conciliatorio. 

  

	06-9708-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Miguel Elizondo González
	04-08-06
	TRATADOS INTERNACIONALES EN EL ORDENAMIENTO JURIDICO.

-Artículo 7 de la Constitución Política de Costa Rica.

Fuerza de tratados internacionales, aún cuando genere transformaciones profundas en la estructura y funcionamiento del Estado. TLC 



	06-9709-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Asociación de Consumidores Libres

Juan Ricardo Fernández Ramírez y otro


	08-08-06
	MONOPOLIO DEL AZUCAR

Artículos 9, 11, 14, 17, 41, 54, 55, 65, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 112, 114, 125, 131, 147, 166, 167, 168, 169 y 174 de la Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar Ley No. 7818. 

-Reglamento a la Ley 7818. Decreto Ejecutivo No. 28665-MAG. 

Ley de LAICA establece trabas y restricciones que le permiten regular la producción, industrialización y comercio de la caña de azúcar, mediante actividades monopolizadoras. 



	06-9853-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Zúñiga Torres

Colegio de Profesionales en Informática y Computación 


	09-08-06
	QUORUM EN ASAMBLEA DE COLEGIO DE PROFESIONALES EN INFORMATICA Y COMPUTACION.

-Artículo 15 de la Ley Colegio de Profesionales en Informática y Computación. No. 7537 del 07-09-1995, reformada por la Ley 8016 del 29-08-2000.

Quórum en asamblea general iniciará con la mitad más uno de los miembros activos, si no existe quórum a la hora señalada, la Asamblea sesionará una hora después en segunda convocatoria, con un 7% de los miembros activos como mínimo. 



	06-9573-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Baltodano Chamorro

Empresa Hidroeléctrica Los Negros S.A. (EHLN)
	04-08-06
	INFORME DE CONTRALORIA SOBRE FISCALIZACION DE EMPRESA MERCANTIL.

Contra Informe DFOE-PR-13-2006 de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativo de la Contraloría General de la República.

Contraloría General de la República pretende ejercer control sobre empresa mercantil a la que la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, le arrendó el proyecto de operación, administración y mantenimiento de la Planta Hidroeléctrica Los Negros. 



	06-9970-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Castro Rodríguez
	12-08-06
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículo 144 inciso a) in fine del Código Notarial.

Sanciones a notarios hasta por 6 meses por atraso en la inscripción de documentos en los registros respectivos, después de ser prevenidos para inscribirlos, si después de seis meses no ha sido inscrito, la sanción se mantendrá hasta su inscripción final. 



	06-10035-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Maritza Henández Castañeda

Asociación Cámara Nacional de Transportes y otros


	14-08-06
	VIOLACIONES DE PROCEDIMIENTO EN SANCION DE LA LEY 7600

-Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. Ley 7600. 

La ley cuestionada fue sancionada por el entonces Presidente José María Figueres Olsen y el Ministro de Salud, cuando debió ser sancionada por todas las carteras competentes, violando con ello, el proceso de formación de la ley. 

	06-10090-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Eugenia Miranda Guevara
	15-08-06
	AUTENTICACION DE ESCRITOS

-Artículo 114 del Código Procesal Civil.

Todos los escritos, para surtir efectos procesales, deberán llevar firma de abogado que deberá autenticar la firma de la parte, si se omite ese requisito, el abogado deberá autenticarlo dentro del plazo de tres días. 



	06-10134-0007-CO

Consulta Judicial


	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia.
	16-08-06
	NIEGAN PROCESO ABREVIADO.

-Recurso de Revisión. No. 06-0075-006-PE

Se acusa la violación al debido proceso, al no habérsele permitido al imputado someterse a un proceso abreviado.



	06-10159-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Luis Villalobos Corrales
	17-08-06
	DESIGUALDAD EN EXIGENCIA DE CONDICIONES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN TRANSPORTE PÚBLICO.

-Artículos 165 y 166 del Reglamento a la Ley 7600. Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad. Decreto Ejecutivo No. 26831-MP, publicado en La Gaceta del 20-04-1998.

Se exige al gremio de taxistas tener un 10% de las unidades adaptadas para discapacitados y al transporte en modalidad autobús, buseta o microbús un 100%. 

                                                        

	06-10218-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carmen María Ruíz Hernández
	18-08-06
	APREMIO POR PENSION POR ULTIMAS SEIS MENSUALIDADES.

-Artículo 25 primer y segundo párrafo de la Ley de Pensiones Alimentarias.

El apremio en pensiones sólo se permite por los últimos seis meses. Se cuestiona la imposición de un plazo, sobre todo, porque se considera que deja sin proteger los derechos de los menores de edad. 


	06-10361-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alejandro García Brenes

Asesoría y Construcción Konstructiva SA y Campanas de Bronce SA. 


	22-08-06
	PLAZOS EN PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA

-Artículo 13.2 del Reglamento General de la Contratación Administrativa. 

El procedimiento que regula la norma impugnada es diferente del ordinario de la Ley General de Administración Pública. Contrato de construcción para la ampliación del Hospital Blanco Cervantes.



	06-10458-0007-CO

Consulta Legislativa


	Oscar López y otros
	23-08-06
	CONTRATO DE PRESTAMO PARA LA EDUCACION

-Aprobación del Contrato de Préstamo No. 7284-CR y sus anexos, números 1 y 2, entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (Banco Mundial), para financiar el proyecto Equiedad y Eficiencia de la Educación. Publicado en la Gaceta No.185 del 27-09-2005. 

 

	06-10475-0007-CO

Consulta Judicial 


	Tribunal de Juicio del Segundo Circuito de la Zona Atlántica. Tribunal de Trabajo por Ministerio de Ley. 


	24-08-06
	PLAZO DE PRESCRIPCION PARA RECLAMO DE PRESTACIONES.

-Artículo 304 del Código de Trabajo.

La norma establece que los derechos y acciones para reclamar las prestaciones que establece el Título Cuarto del Código de Trabajo, prescriben a los dos años, contados desde el día en que ocurrió el riesgo o en que el trabajador esté en capacidad de gestionar su reconocimiento, y en caso de muerte a partir del deceso. 



	06-10547-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Olivier Chaves Chavarría

Proyectos Industriales Eléctricos SA


	25-08-06
	INTERDICTOS CONOCIDOS POR TRIBUNALES AGRARIOS. 

-Artículo 2 inciso b) de la Ley 6734 del 29-03-1982. Ley de Jurisdicción Agraria. 

La norma señala que los Tribunales Agrarios conocerán de los interdictos, cuando se refieran a “predios rústicos” y a diligencias de deslinde y amojonamiento, así como de los desahucios relativos a los mismos bienes. Se considera que con una diligencia como está se afecta el derecho de propiedad de terceros de buena fe. 



	06-10650-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodrigo Alberto Garnier Castro
	29-08-06
	CONTROL DE PROPAGANDA DE BEBIDAS ALCOHOLICAS

-Jurisprudencia de la Comisión de Control de Propaganda de IAFA, que ha interpretado que la publicidad que incite al consumo de cerveza hace mención a efectos estimulantes de esa bebida acohólica y, por tanto, está prohibida por el artículo 3 inciso 4) del Reglamento sobre Regulación y Control de Propaganda de Bebidas Alcohólicas. 



	06-10697-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rosa Emilia Ureña Zúñiga
	29-08-06
	SUSPENSION DE PENSION DEL PODER JUDICIAL.

-Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Le suspenden pensión del Poder Judicial, que heredó de su padre y que le fue aprobada hace 16 años, en razón de que está recibiendo otro sueldo del Estado. Es pensionada del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. 



	06-10780-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Familia de Heredia. 
	31-08-06
	ADMINISTRACION DE LOS BIENES DE LOS HIJOS MENORES DE EDAD. 

-Artículo 154 del Código de Familia. 

Se pierde la potestad de administrar los bienes de los hijos e hijas menores de edad, porque el progenitor contrajo matrimonio con una persona distinta de la madre del menor. 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE

VOTO
	FECHA DE

VOTACION
	PARTES Y RESULTADO

	06-07802-0007-CO

Voto 2006-11344

	04-08-06
	A las nueve horas con cuarenta y ocho minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Andrea Morales, Rafael Madrigal Brenes y otros Diputados en lo referente a la “Ley de Adición del artículo 46 bis y el Transitorio VIII a la Ley número 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”. Se evacua la consulta facultativa formulada en relación con el proyecto "Ley de Adición del Artículo 46 bis y el Transitorio VII a la Ley número 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en los siguientes términos:

a)
Por unanimidad se declara que el artículo 1, no es inconstitucional;

b)
Por mayoría se declara inconstitucional el artículo 2 del Proyecto, por violar el numeral 33 de la Constitución Política y el principio de razonabilidad. Notifíquese a los Diputados consultantes y al Directorio Legislativo. El Magistrado Mora coincide con el voto de mayoría pero considera que el artículo 2 consultado es inconstitucional únicamente por razones de irrazonabilidad.

Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y estiman que no es inconstitucional lo consultado.

Los Magistrados Calzada, Vargas y Araya además declaran que el proyecto consultado es inconstitucional en tanto la Comisión Legislativa Plena Primera aprobó en primer debate un texto sustancialmente diferente al proyecto presentado a la Asamblea Legislativa, excediendo el derecho de enmienda y violando el principio de publicidad.

Los Magistrados Solano, Mora y Vargas ponen nota.-



	02-09034-0007-CO

Voto 2006-11345

	04-08-06
	A las nueve horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad. Huberth May Cantillano contra la reforma al artículo 75 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.-

El Magistrado Vargas salva el voto en los siguientes términos: reconoce legitimación al actor y entra a analizar el fondo de la presente acción de inconstitucionalidad.-

El Magistrado Solano pone nota.-


	02-02046-0007-CO

Voto 2006-11346

	04-08-06
	A las nueve horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad. Asociación de Desarrollo Integral Barrio Condega, Liberia, Guanacaste contra el artículo 2 de la ley número 8136 del 24 de septiembre de 2001. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula la Ley 8136 del veinticuatro de setiembre del dos mil uno, denominada "Autorización para Segregar un Lote Propiedad del Estado y Donarlo a la Junta Administrativa del Instituto Integrado Profesional de Educación Comunitaria, Liberia, Guanacaste". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, lo cual se traduce en la restitución de la totalidad del inmueble a su destino original, Monumento Natural Parque Ecológico y Recreativo de Liberia, sin perjuicio de la posible responsabilidad patrimonial del Estado que se derive de esta anulación. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese

	06-03985-0007-CO

Voto 2006-11541

	09-08-06
	A las quince horas con nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad. Francisco Campos Bautista contra la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia aplicada en sentencias 368-04 de las 11:10 horas del 29 de setiembre del 2004 y 65-05 de las 10:40 horas del 9 de febrero de 2005. Se rechaza de plano la acción.-



	06-02215-0007-CO
Voto 2006-11542
	09-08-06
	A las quince horas con diez minutos. Acción de inconstitucionalidad. Francisco Campos Bautista contra el artículo 597 del Código Procesal Civil y la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. Se rechaza de plano la acción.- 



	04-00840-0007-CO

Voto 2006-11543
	09-08-06
	A las quince horas con once minutos. Acción de inconstitucionalidad. Víctor Rafael Salas Araya, como personero de Inversiones Calinda Sociedad Anónima, contra Ley de Patrimonio Histórico Arquitectónico de Costa Rica, número 7555, por omisión, al no disponer de la indemnización del particular por la afectación de su patrimonio al patrimonio histórico arquitectónico, ni régimen de incentivos o compensación económica; la omisión del Poder Ejecutivo de reglamentar esa ley; así como la interpretación dada por la Administración a los artículos 6, 7, 8, 11, 18, 20, 21 y 25 de la Ley en la resolución inicial del órgano director del procedimiento para valorar el inmueble de propiedad de su representada, para su incorporación al patrimonio histórico-arquitectónico; en los acuerdos 7 y 10 del Acta 4-2003, de veintitrés de junio del dos mil tres, y el acuerdo único del acta 10-2003, del dieciocho de noviembre del dos mil tres, de la Comisión Nacional de Patrimonio Histórico-Arquitectónico del Ministerio de Cultura Juventud y Deportes; en las resoluciones número 124-2003, del veinticuatro de setiembre y número 178-2003, del veintiuno de noviembre, ambas del dos mil tres, del Ministro de Cultura Juventud y Deportes; y Decreto Ejecutivo número 31.562-MCDJ, de veintiuno de noviembre del dos mil tres, publicado en La Gaceta del diecinueve de diciembre del dos mil tres, que incorpora como patrimonio histórico-arquitectónico la propiedad de su representada. Se deniega la gestión de coadyuvancia activa formulada por Federico Malavassi Calvo, Ronaldo Alfaro García, Meter Guevara Guth, Carlos Herrera Calvo y Carlos Salazar Herrera. Se rechaza de plano la acción respecto de las impugnaciones que hace de la supuesta interpretación administrativa de los 6, 7, 8, 11, 18, 20, 21 y 25 de la Ley de Patrimonio Histórico-Arquitectónico, de la impugnación de los artículos 20 y 21 de la misma ley, y de la omisión del Ejecutivo de reglamentar dicha ley. Se rechaza por el fondo en todo lo demás.-



	06-08755-0007-CO
2006-11544
	09-08-06
	A las quince horas con doce minutos. Acción de inconstitucionalidad. Miguel Ángel Larios Ugalde contra el artículo 469 del Código de Trabajo. Se rechaza de plano el recurso de amparo y la acción de inconstitucionalidad interpuestos.-



	05-01706-0007-CO

Voto 2006-11545

	09-08-06
	A las quince horas con trece minutos. Acción de inconstitucionalidad. Exportadora Frumar Sociedad Anónima, contra los artículos 1 y 5 de la Ley de Impuesto sobre la Renta, reformada por la Ley número 7838 del 5 de octubre de 1998. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2006-08496 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del catorce de junio del 2006.- 



	04-005968-0007-CO

Voto 2006-11546

	09-08-06
	A las quince horas con catorce minutos. Acción de inconstitucionalidad. Fernando Villalta Mata contra la Ley de Impuesto sobre la Renta, artículo 1 y 5. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2006-08496 de las catorce horas cuarenta y seis minutos del catorce de junio del dos mil seis.-



	06-003571-0007-CO

Voto 2006-11548

	09-08-06
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de inconstitucionalidad. Jorge Eduardo Rivel Loría contra el artículo 43 del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad, aprobado por la Junta Directiva de esa entidad en sesión 4510 del treinta de noviembre de mil novecientos noventa y tres, y publicado en La Gaceta número 126 del dos de julio del dos mil tres; y otros. No ha lugar a evacuar las gestiones de adición y aclaración interpuestas.-



	02-001506-0007-CO

Voto 2006-11549

	09-08-06
	A las quince horas con diecisiete minutos. Acción de inconstitucionalidad. Jorge Castro Bolaños contra el artículo 2 del Reglamento de Regencias para los Establecimientos de Microbiología y Química Clínica y contra los artículos 11, 14, 16, 17 y 35 del Reglamento de Apertura y Operación de Establecimientos de Microbiología y Química Clínica de Costa Rica. No ha lugar a la gestión formulada.-



	02-006939-0007-CO
Voto 2006-11560
	09-08-06
	A las quince horas con veintiocho minutos. Acción de inconstitucionalidad. Luis Eduardo Ortiz Meseguer a favor de Líneas Aéreas Costarricenses S.A. en contra del Decreto Ejecutivo número 13317-T del 2 de febrero de 1972. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se declaran inconstitucionales los Decretos Ejecutivos, el artículo 1° del  No. 13317-T del 2 de febrero de 1972, y los numerales 35 y 36 del Decreto Ejecutivo No. 4440-T del 3 de enero de 1975, modificados por el Decreto Ejecutivo No. 6171-T, del 22 de julio de 1976. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a al Poder Ejecutivo y a la Dirección General de Aviación Civil y al Concejo Técnico de Aviación Civil. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese

	06-013467-0007-CO

Voto 2006-11561

	09-08-06
	A las quince horas con veintinueve minutos. Acción de inconstitucionalidad. Vera Cruz Solís Gamboa contra los Requisitos para incorporación al Colegio Profesional; artículo 13 del Decreto Ejecutivo número 20014 del 19/09/90, publicado en La Gaceta número 209 del 05/11/90; Reglamento General del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas de Costa Rica. Se declara sin lugar la acción.-



	03-06290-0007-CO

Voto 2006-11562

	09-08-06
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad. Alicia Beita Morales contra el Reglamento de Zonificación Parcial (Plan Regulador) para la Ciudad de San Isidro de El General, Pérez Zeledón. Se declara sin lugar la acción.-



	06-007051-0007-CO

Voto 2006-12011

	16-08-06
	 A las dieciséis horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elías Calderón Monge, como Gerente General de COOPESANTOS R.L., en contra de la interpretación judicial reiterada de los Tribunales de Justicia en relación al artículo 80 de la Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo. Se rechaza de plano la acción.-



	06-007876-0007-CO

Voto 2006-12012

	16-08-06
	A las dieciséis horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Olga Margarita Alfaro Salas en contra del artículo 60 de la Ley número 7969 del 22/12/99. Se rechaza de plano la acción.-



	06-006887-0007-CO

Voto 2006-12013

	16-08-06
	A las dieciséis horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Medina Lumbi, como Presidente de MECA de Orotina Sociedad Anónima, en contra de los artículos 1° y 5 de la Ley de Impuesto de la Renta. Se rechaza de plano la acción.-



	06-005758-0007-CO

Voto 2006-12014

	16-08-06
	A las dieciséis horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Insecticidas Internacionales de Costa Rica en contra del informe DFOE-AM-19-2004 de 20 de octubre de 2004 elaborados por la Contraloría General de la República. Se rechaza de plano la acción.-



	06-008735-0007-CO

Voto 2006-12015

	16-08-06
	A las dieciséis horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Blanco Alvarado y otros en contra del Decreto Ejecutivo número 31032-MINAE publicado en La Gaceta número 52 del 14 de marzo de dos mil tres. Se rechaza de plano la acción.-



	06-006205-0007-CO

Voto 2006-12016

	16-08-06
	A las dieciséis horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Edith Jiménez Alfaro en contra de la Ley número 7837 “Creación de la Corporación Ganadera”. Se rechaza por el fondo la acción.-

	05-005400-0007-CO

Voto 2006-12017

	16-08-06
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Pérez Badilla y otros en contra del artículo 85 de la Ley General de Policía. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales las frases “…de los ministerios de Gobernación y Policía, y de Seguridad Pública.” y “…de ese Ministerio” contenidas en el párrafo primero del artículo 90 de la Ley General de Policía. Asimismo, y por conexidad y consecuencia se anula la frase “para los ministerios de Gobernación y Policía, y de Seguridad Pública” contenida en el inciso e) del artículo 39 de la Ley General de Policía. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	05-007320-0007-CO

Voto 2006-12018

	16-08-06
	A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Granados Barzuna y Mariano Campos López en representación del Instituto Costarricense de Ferrocarriles, en contra de la norma sexagésimo tercera de la Ley número 6305 del cinco de setiembre de mil novecientos ochenta y cinco, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, Fiscal y por programas para el ejercicio fiscal del año mil novecientos setenta y nueve, publicada en el alcance 135 a La Gaceta número 246 del veintisiete de diciembre de mil novecientos setenta y ocho. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula la norma sexagésimo tercera de la Ley número 6305 del cinco de setiembre de mil novecientos ochenta y cinco, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, Fiscal y por programas para el ejercicio fiscal del año mil novecientos setenta y nueve, publicada en el alcance 135 a La Gaceta número 246 del veintisiete de diciembre de mil novecientos setenta y ocho. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos, a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	05-012129-0007-CO

Voto 2006-12019

	16-08-06
	A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexandra Loría Beeche en contra del artículo 156 del Código de Familia. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 156 del Código de Familia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	06-009708-0007-CO

Voto 2006-12395

	23-08-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Elizondo González en contra del artículo 7 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.-

El Magistrado Vargas salva el voto, otorga legitimación al accionante y resuelve la acción por el fondo declarándola sin lugar.-



	06-003011-0007-CO

Voto 2006-12396

	23-08-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Giovanni Murillo Chaves y otros en contra del artículo 138 del Código Electoral, Ley número 1536 del 10-12-52. Se rechaza por el fondo la acción.-

Los Magistrados Calzada, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción.-



	06-007805-0007-CO

Voto 2006-12397

	23-08-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporación Megasúper Sociedad Anónima, representada por Johanna Solórzano Thompson, en contra del artículo 17 de la Ley número 7472 “Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor”. Estése la recurrente a lo resuelto por esta Sala en la sentencia número 8724-97 de las diecisiete horas cincuenta y cuatro minutos del veintitrés de diciembre de mil novecientos noventa y siete.-



	06-009251-0007-CO

Voto 2006-12405

	25-08-06
	A las diez horas con siete minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Andrea Morales Díaz y otros Diputados en lo referente al proyecto de “Reforma Parcial de la Ley número 7762 Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos” que se tramita en expediente legislativo número 15.922. Se evacua la consulta en el sentido de que el proyecto de “Reforma Parcial de la Ley N° 7762 Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos”, que se tramita en el expediente legislativo número 15.922: a) Por unanimidad se dispone que la consulta es inevacuable por no expresar los promoventes motivos, dudas u objeciones específicas de constitucionalidad en relación con el alegato planteado sobre la vulneración de la autonomía municipal por no haberse consultado a las municipalidades el proyecto aprobado; y b) Por mayoría, que es inconstitucional en cuanto al procedimiento utilizado toda vez que el proyecto bajo estudio no fue consultado al Poder Judicial a pesar de que incluye regulaciones que implican un desplazamiento de competencias respecto de las cuales el Poder Judicial tiene exclusividad.-

Los Magistrados Solano y Vargas salvan el voto en cuanto a la declaratoria de inconstitucionalidad del procedimiento pues estiman que por el contenido del proyecto de ley, éste no debe ser consultado al Poder Judicial. En mérito de lo dicho, habiendo sido detectado un defecto invalidante del trámite seguido, los Magistrados Solano, Mora, Armijo y Cruz se abstienen de pronunciarse sobre las dudas de fondo planteadas por los promotores de esta consulta.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas  y Araya conocen los aspectos de fondo de conformidad con el artículo 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. A ese respecto, los Magistrados Calzada y Araya declaran: 1) que el artículo 1 del proyecto consultado mediante el cual se modifica el inciso 2) del artículo 5 de la Ley 7762, es inconstitucional por subordinar el Poder Ejecutivo al Consejo Nacional de Concesiones; 2) que el artículo 7 del proyecto consultado que reforma el inciso b) del artículo 15 de la Ley 7762, es inconstitucional únicamente en tanto el arbitraje resulta obligatorio para las partes, por lo que resulta contrario a lo dispuesto en los artículos 43 y 183 de la Constitución Política; 3) igualmente declaran inconstitucional el artículo 17 consultado que reforma el artículo 39 de la Ley 7762, por cuanto dispone el arbitraje en forma obligatoria para las partes.-

El Magistrado Vargas estima que las normas a las que se refieren los puntos 1, 2 y 3 anteriores, no son inconstitucionales; 4) los Magistrados Calzada, Vargas y Araya declaran que el artículo 12  del proyecto en cuestión que modifica el artículo 30 de la Ley 7762, no es contrario al artículo 182 de la Constitución Política; 5) que son inconstitucionales los artículos 22 y 23 del texto consultado mediante los cuales se adicionan los artículos 47 bis y 47 ter a la Ley número 7762, por violación a los artículos 182, 183 y al principio de razonabilidad y proporcionalidad.-

El Magistrado Vargas declara esa  inconstitucionalidad únicamente por los plazos irrazonables dispuestos en la norma; 6) que el artículo 24 del proyecto de ley en cuestión que adiciona un inciso 3) al artículo 48 de la Ley 7762, no es inconstitucional.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS
4. 


	EXPEDIENTE
	PARTES Y RESOLUCION
	TEMA



	06-07828-007-CO


	Alberto Barrantes Boulanger, contra el artículo 14 inciso d) de la Ley Orgánica del Colegio de Microbiólogos, número 771 del 25-10-49.

Boletines Judiciales No. 151, 152 y 153 del 07, 08 y 09 de Agosto del 2006 respectivamente


	REMUNERACION DE TESORERO DEL COLEGIO DE MICROBIOLOGOS. 

La norma se impugna en cuanto establece que le corresponderá al tesorero de la Junta Directiva del Colegio, el 5% de los dineros que ingresen en la Caja del Colegio, en tanto desempeñe su cargo. Considera el accionante que la norma crea una discriminación arbitraria en relación con los demás miembros de la Junta Directiva, que también tienen a su cargo funciones que demandan trabajo; y además, estiman que es irrazonable en virtud de que lo que se encomienda al tesorero, en la actualidad lo realiza la organización administrativa, que se encarga de la custodia, contabilidad y control de fondos, correspondiéndole a los auditores que se contratan a tal efecto, el auditar el funcionamiento de ese aparato administrativo.  



	06-07779-007-CO


	Elizabeth Fonseca Corrales Jefa de Fracción del Partido Acción Ciudadana y otro contra los actos dictados por el Presidente de la Asamblea Legislativa que acuerdan la conformación de las Comisiones Permanentes Especiales de Nombramiento, Turismo, Ambiente y la Comisión Especial de Reglamento, puestos en conocimiento del Plenario de la Asamblea Legislativa mediante los documentos identificados con los números 01-06-07, 02-06-07, 05-06-07 y 06-06-07, en las sesiones números 11, 14 y 15 de los días 16, 22 y 23 de mayo del dos mil seis. 

Resolución de las 15:00 horas del 24-07-06 

Boletines Judiciales No. 153, 154 y 155 del 10, 11 y 14 de Agosto del 2006 respectivamente.
	COMISIONES LEGISLATIVAS

Estiman los accionantes que la conformación de estas Comisiones, establecida por el Presidente de la Asamblea Legislativa, transgrede principios constitucionales; en tanto el número de diputados por fracción legislativa no es equivalente al porcentaje de escaños obtenido por éstos en la Asamblea Legislativa y en consecuencia, al número de votos válidos obtenidos por cada una de estas organizaciones políticas durante las pasadas elecciones.  Consideran que eso constituye un acto abusivo del Presidente de la Asamblea Legislativa, quien al amparo de la potestad a él conferida por los artículos 67, 86, 88 y 89 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, favorece exclusivamente a un partido político, asignándole un número de diputados igual o mayor por comisión, a pesar de tener un número de diputados menor en el Plenario Legislativo.  



	06-07248-007-CO


	Olman Rímola Castillo contra el inciso e) del artículo 3 de la Ley de Creación del Colegio de Contadores Públicos y el inciso b) del artículo 30 del Reglamento del Colegio de Contadores, Decreto Ejecutivo. 

Resolución de las 14:12 del 01/08/06

Boletines Judiciales No. 157, 158 y 159 del 16, 17 y 18 de Agosto del 2006 respectivamente.
	REQUISITO DE INCORPORACION AL COLEGIO DE CONTADORES

La normativa es por las siguientes razones: a.) que la norma legal establece como condición para el libre ejercicio de la contaduría pública, el tener como mínimo dos años de práctica en esta profesión "en las condiciones que determine el reglamento respectivo", siendo la norma reglamentaria la que determina el tipo, contenido y condiciones de esa práctica, siendo que es materia que está reservada a la ley; b.) que la práctica profesional se constituye en una condición es desproporcionada e irrazonable, ya que se trata de una profesión titulada –lo cual es garantía de idoneidad técnica–; c.) que esta exigencia es violatoria del principio de igualdad, en tanto no existe ninguna razón o motivo para exigirla, siendo que en las otras carreras tituladas no se exige; d.) que el texto de la norma reglamentaria es ambiguo y confuso, dando lugar a diversas interpretaciones arbitrarias y antojadizas, en perjuicio de los titulados. 



	06-03798-007-CO


	Jorge Gómez Fonseca como Presidente de la sociedad "LÍNEA VERDE, SOCIEDAD ANÓNIMA", contra el artículo 194.2 de la Ley General de la Administración Pública y el artículo 15 de la Ley de Protección Fitosanitaria.

Resolución de las 15:10 del 10/08/06

Boletines Judiciales No.162, 163, y 164 de los días 24, 25 y 28 de Agosto del 2006 respectivamente.
	RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DESTRUCCION DE CULTIVOS.

La normativa es impugnada en limita la responsabilidad patrimonial del Estado al reconocimiento de la indemnización que cubre sólo los daños, excluyendo el lucro cesante como parte de los extremos que debe reconocer la Administración por su funcionamiento normal y el artículo 15 de la Ley de Protección Fitosanitaria, número 7664, del ocho de abril de mil novecientos noventa y siete, dispone que la erradicación o destrucción de cultivos por parte del Ministerio de Agricultura, lo es sin reconocimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado, lo que se estima contrario al Derecho de la Constitución. 




	5. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS

6. 


	03-000758-0007-CO

Voto Nº 2006-06733
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Edgar Vinicio Cascante Zúñiga contra los artículos 3°, incisos a) y c), 5°, 6°, 18 y 20 de la Ley No.7106 del 4 de noviembre de 1988, Ley Orgánica del Colegio Profesional de Ciencias Políticas y Relaciones Internacionales, así como lo indicado en los artículo 1°, incisos b) y ch), 12, 22, inciso b) y 30 del Decreto Ejecutivo No.19026-P del 30 de mayo de 1989, Reglamento a la Ley Orgánica del Colegio Profesional en Ciencias Políticas y Relaciones Internacionales. Boletín Judicial No.162 del 24 de agosto del 2006

	04-007172-0007-CO

Voto N°2006-08498
	Acción de Inconstitucionalidad interpuesta por Marvin Arce Mejía, contra la norma NCR-23-1990, Norma de Bebidas Alcohólicas, Nomenclatura y Clasificación, numeral 3.2.1.1, que inicialmente se publicó bajo Decreto No.19873-MEIC y que fue modificada por el Decreto No.25252-MEIC, y contra el artículo 1° del Decreto No. 21005-MAG.  Boletín Judicial No.162 del 24 de agosto del 2006

	05-015181-0007-CO
Voto N°2006-06734
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Dora Hernández Sequeiro, contra el artículo 83 de la Ley de Presupuesto Extraordinario No.7015 (modificado por artículo 40 de la Ley de Presupuesto Extraordinario No.7040) y los artículos 4°, 8° y 21 del Decreto Ejecutivo No.24782-MEP.  Boletín Judicial No.162 del 24 de agosto del 2006
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AMBIENTE 

12790-06. PARADA IRREGULAR DE BUSES DE PAVAS. Señala el recurrente que a pesar de las gestiones que los vecinos han realizado, el Consejo de Transporte Público no ha solucionado la parada irregular de los autobuses de la empresa Autotransportes de Pavas al frente de su casa, donde no corresponde la parada, lo cual produce contaminación ambiental y sónica. Se declara con lugar el recurso en contra del Consejo de Transporte Público y, en consecuencia, se ordena a la Presidenta de ese Consejo, que dentro de los cinco días hábiles posteriores a la comunicación de esta resolución, disponga lo necesario a efecto de que los autobuses de la empresa Autotransportes de Pavas, Ruta #14, no paren al frente de la vivienda del amparado, ubicada en Villa Esperanza de Pavas, avenida Ricardo Jiménez, costado sur del Súper 99, casa #46, sino en el lugar donde corresponde la parada; además, que dentro de ese plazo, coordine lo pertinente con las autoridades de la policía de tránsito y aperciba a la empresa sobre el cumplimiento de lo dispuesto. CL
12777-06. CIERRE DE DESAGUE DE AGUAS PLUVIALES DE CONDOMINIO SIN DEBIDO PROCESO. Alegan los recurrentes que la Municipalidad de Garabito procedió al cierre del desagüe de aguas pluviales de su Condominio que da a la Charca Anita, el cual contó con todos los permisos para su construcción, sin que se les hubiese advertido o comunicado nada, lo cual produce perjuicio de sus derechos. Consta que a pesar de la competencia de la Municipalidad de Garabito para actuar en defensa del medio ambiente, es también cierto, que debe hacerlo con observancia del debido proceso, en este sentido para el cierre o clausura del desagüe que se estimó contamina la Charca Anita, debió la Municipalidad comunicar por escrito a los amparados en el momento del cierre, sobre las razones de ello y las acciones que podían tomar, al iniciar por ese acto el procedimiento administrativo. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso, sin perjuicio de que la Municipalidad de Garabito ponga a derecho la situación de contaminación en la Charca Anita en protección del medio ambiente. CL
12483-06. QUEJA POR PARADA DE BUSES DE CARTAGO. Señalan los recurrentes que la parada de autobuses de Cartago en calle 7, avenida central y primera de la ciudad de San José, produce contaminación sónica, ambiental y visual, aunado a los posibles perjuicios que la aglomeración de usuarios y la emanación de gases pueden provocar daños tanto a las propias instalaciones de ese negocio, como a la mercadería que allí expende. Las quejas planteadas por los recurrentes deben ser analizadas por las autoridades competentes, en este caso, el Ministerio de Salud y el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, pues no le corresponde a la Sala sustituir a dichas instancias en el ejercicio de sus funciones, lo que implicaría obviar la naturaleza y fines del amparo -pues en este caso, la Sala tendría que determinar con base en estudios técnicos, si la ubicación de la parada de autobuses en el lugar indicado, provoca o no un grado de contaminación. RP
12178-06. PERMISOS OTORGADOS EN REFUGIO. Alega el Defensor de los Habitantes de la República, que las autoridades del Ministerio del Ambiente y Energía (MINAE), han continuado otorgando permisos de uso en el Refugio Nacional de Vida Silvestre Ostional, desconociendo la jurisprudencia constitucional sobre la materia, y que se trata de terrenos propiedad estatal, pues están ubicados en la Zona Marítima Terrestre. Asimismo, reclama que los recurridos han omitido el ejercicio de las potestades que por ley les corresponde, para ordenar el  desalojo de los supuestos usurpadores, y evitar que se levanten construcciones dentro de ese Refugio. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Vargas y Araya ponen nota. SL
12175-06. CIERRE DE BOTADERO DE BASURA EN ACOSTA. Alega el recurrente que al Alcalde Municipal de Acosta se le ha  notificado orden de cierre del botadero de basura, y a la fecha no ha querido cumplir  lo ordenado por  el Ministerio de Salud, ni este último ha hecho cumplir lo ordenado. Que mientras tanto los vecinos están enfermos por los gases que emanan del lugar. Señala que el botadero no se cuenta con ningún estudio de impacto ambiental. Afirma que todo ello se ha denunciado ante el Ministerio del Ambiente y Energía y el Tribunal  Ambiental Administrativo, pero no se presentan en el lugar ni investigan los hechos denunciados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Acosta, que en el término improrrogable de un año encuentre el lugar idóneo para solucionar el problema de desechos de sólidos del cantón. Asimismo se ordena a la Ministra de Salud darle seguimiento al proceso a fin de que se cumpla con el plazo dispuesto en esta sentencia. CL
12174-06. MINISTERIO DE SALUD NO EJECUTA ORDEN SANITARIA. Alega el recurrente que el Ministerio de Salud se niega a ejecutar la orden sanitaria emitida desde el 27 de julio del 2005 a causa del problema ambiental generado con el ganado estabulado en la propiedad de su vecino. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Ministro de Salud en funciones girar las instrucciones pertinentes a efectos de verificar la situación denunciada de contaminación ambiental por la tenencia de ganado estabulado sin contar con permiso sanitario de funcionamiento y en su caso proceder a ejecutar la orden sanitaria del 27 de julio del 2005 n° DAS-P-PPAH-322-07-2005. CL

12156-06. PROBLEMA DE AGUAS PLUVIALES EN CANTON CENTRAL DE LIMON.  Alegan los recurrentes que presentaron una denuncia ante las autoridades del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y otras instituciones sobre una serie de problemas de salud y contaminación ambiental producto del mal estado de un alcantarillado en la ruta nacional 241 que ha ocasionado el estancamiento de aguas negras, malos olores y erosión de los terrenos que ponen en peligro inminentes las casas de habitación ubicadas en dichos terrenos, sin que hayan hecho nada concreto por arreglar el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Vialidad, que de inmediato gire las instrucciones necesarias para que, de manera igualmente inmediata, se ejecute la limpieza del sistema de evacuación de las aguas pluviales recomendada por el Área de Protección Ambiente Humano del Área Rectora de Limón, Ministerio de Salud ARSL-PAH-662-A-2006 de 7 de agosto de 2006 del que se adjunta copia. Asimismo, se le ordena a ese funcionario resolver en forma definitiva el problema de alcantarilla verificado en el oficio supracitado y así comunicárselo a los amparados, dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta resolución. Se ordena además a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, contestar la denuncia presentada ante esa dependencia por los amparados desde febrero de 1997. En cuanto a los demás recurridos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11801-06. BASURA AL AIRE LIBRE. Alega la accionante que en el sector de la carretera a Guápiles a la altura del puente sobre el Río Virilla y La República, propiamente en el precario denominado Triangulo de Solidaridad se ubica un botadero de basura, que provoca contaminación ambiental y atenta contra la Salud de los habitantes de la zona, sin que la Municipalidad recurrida haga nada al respecto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Goicoechea que gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes para la recolección en forma regular de la basura que se encuentra en la autopista a Guápiles, en el tramo San Isidro de Heredia-San José, y a la altura del puente sobre el Río Virilla y la República, propiamente en el precario denominado Triángulo de Solidaridad. CL
11562-06. PLAN REGULADOR DE SAN ISIDRO DEL GENERAL. Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento de Zonificación Parcial (Plan Regulador) para la Ciudad de San Isidro de El General, Pérez Zeledón. Se alega que el Reglamento impugnado no cuenta con el Estudio de Impacto Ambiental a cargo de SETENA, ni con ningún estudio técnico ambiental que lo avale. Al no contar el Plan Regulador con el examen de Impacto Ambiental, se lesiona el derecho a un ambiente ecológicamente equilibrado, que además, baja los índices de producción y los ciudadanos ven afectados y restringidos sus derechos por la aplicación o interpretación que, en el caso concreto,  el Consejo Municipal de Pérez Zeledón ha hecho del Plan Regulador. SL
11470-06. PERMISO PARA VERTIDO DE AGUAS. Alega el recurrente que la autorización que hicieran los recurridos al Hotel Villas Playa Sámara de proceder al vertido de aguas servidas, negras o jabonosas en el cauce del río Mala Noche, genera una amenaza real e inminente que causaría un daño ambiental irreparable no sólo al cauce del río, sino principalmente a los tanques de abastecimiento de agua potable del Acueducto Rural de Sámara. Se declara con lugar el recurso por la amenaza que existió de violar el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se ordena al Ministerio de Salud coordinar acciones a efectos de que procedan inmediatamente a fiscalizar y supervisar que no se viertan aguas servidas, negras, jabonosas o contaminantes al cauce del Río Mala Noche y a supeditar los permisos que se otorguen a la protección del ambiente, debiendo informar a la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Sámara de las acciones que se tomen respecto de la situación planteada. El recurso se declara sin lugar en contra de la empresa Villas Playa Sámara S.A., debiendo tomar nota el representante de dicha empresa en cuanto a lo establecido en el último considerando. CL 
11468-06. BOTADERO DE BASURA EN CARRILLO. Alegan los recurrentes que el botadero de basura “Cerro Gallina” ubicado en el Cantón de Carrillo de Guanacaste, en el cual la empresa WPP Continental de Costa Rica Sociedad Anónima desarrolla la actividad de manejo de desechos sólidos, no cumple con los requisitos necesarios para llevar a cabo esa actividad, pues el hecho de que falten una serie de requerimientos impacta de manera negativa el ambiente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se les ordena al Alcalde Municipal de Carrillo, al Alcalde Municipal de Santa Cruz y al Presidente de la Junta Directiva con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa WPP Continental de Costa Rica Sociedad Anónima, regularizar la situación jurídica del botadero "Cerro Gallina", a esos efectos se les otorga el improrrogable plazo de 6 meses contados a partir de la comunicación de lo resuelto en este fallo, para lo cual resultará indispensable que cuenten en ese momento con una evaluación de impacto ambiental aprobada; se les ordena al Alcalde Municipal de Carrillo, al Alcalde Municipal de Santa Cruz y al Presidente de la Junta Directiva con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa WPP Continental de Costa Rica Sociedad Anónima, rendir un informe sucinto a la Asociación Confraternidad Guanacaste, cada mes, sobre el avance de las gestiones para regularizar la situación de "Cerro Gallina"; igualmente deberán rendirle un informe detallado sobre el cumplimiento de lo ordenado en esta sentencia, esto al final de los 6 meses que se otorgan de plazo para acomodar al ordenamiento jurídico el funcionamiento del botadero "Cerro Gallina"; al final de los 6 meses que se otorgan de plazo, en caso de no encontrarse ajustado al ordenamiento jurídico el funcionamiento del botadero "Cerro Gallina", los recurridos deberán proceder de inmediato con el cierre definitivo de ese botadero, para lo cual no gozaran de plazo alguno. CL Parcial
11471-06. CONTAMINACIÓN POR AGUAS NEGRAS. Alega la recurrente reclama que las autoridades recurridas no han brindado una solución efectiva al problema de salud que generan tanque sépticos, drenajes y tuberías de aguas negras, la vivienda de una vecina, a pesar de sus gestiones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud; y al Director a.i. del Area Rectora de Salud de Desamparados, que tomen las medidas necesarias y giren las instrucciones respectivas dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias, a fin de garantizar de forma efectiva e inmediata, el derecho a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de la recurrente. CL
13316-05. PROBLEMA DE AGUAS PLUVIALES. Alega el recurrente que las autoridades públicas no han resuelto en forma definitiva, el problema de mala disposición de aguas pluviales que se presenta en el Condominio Alejandra. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de San Isidro de Heredia y Alcaldesa Municipal de Pablo de Heredia, que ejecuten las acciones conjuntas y coordinadas que sean necesarias para que de inmediato se solucione el problema de estancamiento de aguas que se presenta en el Condominio Alejandra. CL
11327-06. PROBLEMAS DE AGUAS. Alegan las recurrentes que a pesar de sus gestiones, la Municipalidad de Valverde Vega no ha resuelto el problema de desfogue de aguas en su propiedad, las cuales provienen de la carretera y en una gran cantidad, por causa de que otras propiedades no reciben las aguas del camino. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Valverde Vega, que disponga lo necesario para que dentro de ocho días, contados a partir de la notificación de esta sentencia, en coordinación con el Inspector Cantonal de Aguas se realicen las inspecciones necesarias para determinar la correcta evacuación de las aguas de la carretera y ordene a los propietarios su realización dentro del término de un mes; en caso de que no fueran hechas, dentro del mes posterior la Municipalidad deberá realizarlas, a costa de los propietarios incumplientes, de conformidad con el artículo 20 de la Ley de General de Caminos Públicos. CL
11252-06. PROBLEMAS AMBIENTALES QUE GENERA LOCAL DE ASOCIACION DE DESARROLLO. Alega la recurrente que la Municipalidad de Heredia, entregó el lote contiguo a su casa, destinado a parque público a la Asociación de Desarrollo Integral Barrio San Jorge, asociación que levantó una edificación que luego pasó a ser un centro de fiestas con constantes actividades bailables y musicales, y que a pesar de que hace mucho tiempo ha venido gestionando ante la recurrida la solución a ese problema contaminante del medio ambiente, no ha obtenido una solución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Heredia, y al Presidente del Concejo Municipal de Heredia, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos, dentro del plazo improrrogable de quince días contados a partir de la notificación de este pronunciamiento, resolver en forma definitiva las denuncias presentadas por la recurrente referidas al cambio de destino del bien dado en administración a la Asociación de Desarrollo Integral de San Jorge. Asimismo, se le ordena proceder de forma inmediata a la verificación de que dicha asociación ha realizado o realiza actividades bailables en dicho bien público, si dichas actividades están permitidas dentro de los alcances del convenio, si dichas actividades han cometido excesos relacionados con el ruido y demás molestias a la tranquilidad de los vecinos, y que informe de todo ello a la recurrente y a esta Sala. Asimismo se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Heredia, que tome inmediatamente las medidas del caso para verificar si efectivamente la Asociación de Desarrollo Integral de San Jorge ha desarrollado, si sigue desarrollando actividades que conlleven el uso de equipos sonoros que podrían estar ocasionando contaminación sónica, y si fuera el caso tomar las acciones que la ley le permite para solucionar el problema de contaminación sónica. CL
11256-06. PROBLEMAS AMBIENTALES QUE GENERAN TRABAJOS DE COMPAÑÍA PRIVADA EN ZONA SUR. Alega el recurrente que la Compañía Palma Tica está cortando árboles y colocando baldosas en el Río Corredores para reforzar los diques que protegen las comunidades de Coto 45 y Coto 47, sin embargo, ello va a ocasionar que se inunden aun más las comunidades de Coto 44 como Los Castaños, La Central y Las Panguas, poniéndose en peligro la vida de las personas que ahí habitan y lesionando el medio ambiente. No se tiene pruebas de que el recurrente haya presentado alguna denuncia ante las autoridades del Ministerio de Ambiente y Energía, informando de los hechos que plantea en el amparo, por lo que no ha existido una actuación negligente por parte de dicha autoridad pública. Además, no se determinó que las poblaciones indicadas por el recurrente se pongan en peligro por los trabajos realizados por la Compañía Palma Tica. Se declara sin lugar el recurso con las advertencias expuestas en la parte considerativa de la sentencia. Notifíquese esta sentencia a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencia para lo de su cargo. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
12405-06. LEY DE CONCESION DE OBRA PÚBLICA. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente al proyecto de “Reforma Parcial de la Ley número 7762 Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos” que se tramita en expediente legislativo número 15.922. Se evacua la consulta en el sentido de que el proyecto de “Reforma Parcial de la Ley N° 7762 Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos”, que se tramita en el expediente legislativo número 15.922: a) Por unanimidad se dispone que la consulta es inevacuable por no expresar los promoventes motivos, dudas u objeciones específicas de constitucionalidad en relación con el alegato planteado sobre la vulneración de la autonomía municipal por no haberse consultado a las municipalidades el proyecto aprobado; y b) Por mayoría, que es inconstitucional en cuanto al procedimiento utilizado toda vez que el proyecto bajo estudio no fue consultado al Poder Judicial a pesar de que incluye regulaciones que implican un desplazamiento de competencias respecto de las cuales el Poder Judicial tiene exclusividad. Los Magistrados Solano y Vargas salvan el voto en cuanto a la declaratoria de inconstitucionalidad del procedimiento pues estiman que por el contenido del proyecto de ley, éste no debe ser consultado al Poder Judicial. En mérito de lo dicho, habiendo sido detectado un defecto invalidante del trámite seguido, los Magistrados Solano, Mora, Armijo y Cruz se abstienen de pronunciarse sobre las dudas de fondo planteadas por los promotores de esta consulta. La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas  y Araya conocen los aspectos de fondo de conformidad con el artículo 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. A ese respecto, los Magistrados Calzada y Araya declaran: 1) que el artículo 1 del proyecto consultado mediante el cual se modifica el inciso 2) del artículo 5 de la Ley 7762, es inconstitucional por subordinar el Poder Ejecutivo al Consejo Nacional de Concesiones; 2) que el artículo 7 del proyecto consultado que reforma el inciso b) del artículo 15 de la Ley 7762, es inconstitucional únicamente en tanto el arbitraje resulta obligatorio para las partes, por lo que resulta contrario a lo dispuesto en los artículos 43 y 183 de la Constitución Política; 3) igualmente declaran inconstitucional el artículo 17 consultado que reforma el artículo 39 de la Ley 7762, por cuanto dispone el arbitraje en forma obligatoria para las partes. El Magistrado Vargas estima que las normas a las que se refieren los puntos 1, 2 y 3 anteriores, no son inconstitucionales; 4) los Magistrados Calzada, Vargas y Araya declaran que el artículo 12  del proyecto en cuestión que modifica el artículo 30 de la Ley 7762, no es contrario al artículo 182 de la Constitución Política; 5) que son inconstitucionales los artículos 22 y 23 del texto consultado mediante los cuales se adicionan los artículos 47 bis y 47 ter a la Ley número 7762, por violación a los artículos 182, 183 y al principio de razonabilidad y proporcionalidad. El Magistrado Vargas declara esa  inconstitucionalidad únicamente por los plazos irrazonables dispuestos en la norma; 6) que el artículo 24 del proyecto de ley en cuestión que adiciona un inciso 3) al artículo 48 de la Ley 7762, no es inconstitucional.-

12180-06. INFORME DE COMISION LEGISLATIVA. INHABILITACION PARA CARGOS PÚBLICOS. Alega el recurrente que la Asamblea Legislativa ordenó comunicar a todos los órganos y entidades públicas y semipúblicas, que no deberían nombrarlo en ningún cargo público, imponiéndole así -sin competencia para ello- una sanción que violenta los postulados del debido proceso. Lo anterior, con base en un informe emitido por la Comisión Especial nombrada para investigar las irregularidades ocurridas en el desaparecido Banco Anglo Costarricense.  Señala que fue absuelto en vía judicial. Este Tribunal ha tenido oportunidad de revisar, en relación con otras personas, las recomendaciones aprobadas por la Asamblea Legislativa en la Sesión Plenaria No. 44, celebrada el 28 de julio de 1997, en relación con las irregularidades ocurridas en el Banco Anglo Costarricense, en sentencias 3967-98, 6222-98, 379-00. En este caso concreto, la inhabilitación del recurrente se recomienda por tiempo indefinido, por lo que se reitera el criterio sostenido. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula en lo que concierne al recurrente la recomendación contenida en el informe de la Comisión Legislativa Especial para investigar las irregularidades ocurridas en el Banco Anglo Costarricense, aprobada por el Plenario Legislativo en sesión número 44 del veintiocho de julio de mil novecientos noventa y siete. 

11345-06. REFORMA CONSTITUCIONAL. Acción de inconstitucionalidad contra la reforma al artículo 75 de la Constitución Política. La norma se impugna en cuanto la reforma operada incurre en el mismo vicio que la Sala Constitucional señaló en el voto de minoría de la sentencia N° 2000-07818, ya que el proyecto de revocatoria del artículo impugnado fue pasado a la Comisión Especial Asamblea Legislativa el 17 de junio de 1970 y el dictamen se emitió el día 2 de julio siguiente, fuera del plazo previsto por el inciso 3 del artículo 195 constitucional vigente en esa época. Se rechaza por falta de legitimación del accionante. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Vargas salva el voto en los siguientes términos: reconoce legitimación al actor y entra a analizar el fondo de la presente acción de inconstitucionalidad. El Magistrado Solano pone nota. RP 

11344-06. REFORMA A LA LEY 7600. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente a la “Ley de Adición del artículo 46 bis y el Transitorio VIII a la Ley número 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”. Se evacua la consulta facultativa formulada en relación con el proyecto "Ley de Adición del Artículo 46 bis y el Transitorio VII a la Ley número 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en los siguientes términos: a)
Por unanimidad se declara que el artículo 1, no es inconstitucional; b)
Por mayoría se declara inconstitucional el artículo 2 del Proyecto, por violar el numeral 33 de la Constitución Política y el principio de razonabilidad. Notifíquese a los Diputados consultantes y al Directorio Legislativo. El Magistrado Mora coincide con el voto de mayoría pero considera que el artículo 2 consultado es inconstitucional únicamente por razones de irrazonabilidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y estiman que no es inconstitucional lo consultado. Los Magistrados Calzada, Vargas y Araya además declaran que el proyecto consultado es inconstitucional en tanto la Comisión Legislativa Plena Primera aprobó en primer debate un texto sustancialmente diferente al proyecto presentado a la Asamblea Legislativa, excediendo el derecho de enmienda y violando el principio de publicidad. Los Magistrados Solano, Mora y Vargas ponen nota. Evacuada.

11346-06. DONACION DE LOTE DEL ESTADO UBICADO EN PARQUE ECOLOGICO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 de la ley número 8136 del 24 de septiembre de 2001. La norma se impugna en tanto desafecta del Monumento Natural Parque Ecológico y Recreativo de Liberia, al cual, se le dio el carácter de Monumento Natural, designándolo como Área Protegida para la Conservación Ecológica y Cultural, la Formación y la Recreación, propiedad del Estado, una porción de 20.000,63 m², sin que para su aprobación se cumpliera con el procedimiento constitucional requerido, pues la iniciativa no era delegable en una Comisión con Potestad Legislativa Plena al estar dentro de las excepciones del numeral 124 párrafo tercero en relación con el 121 inciso 14) constitucionales. También se estima la violación del artículo 50 constitucional por el menoscabo del disfrute de un ambiente sano, además lo establecido en el numeral 160 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, y la falta de audiencia a los diferentes órganos involucrados por el proyecto de ley. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula la Ley 8136 del veinticuatro de setiembre del dos mil uno, denominada "Autorización para Segregar un Lote Propiedad del Estado y Donarlo a la Junta Administrativa del Instituto Integrado Profesional de Educación Comunitaria, Liberia, Guanacaste". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, lo cual se traduce en la restitución de la totalidad del inmueble a su destino original, Monumento Natural Parque Ecológico y Recreativo de Liberia, sin perjuicio de la posible responsabilidad patrimonial del Estado que se derive de esta anulación. CL
BANCARIO 
12235-06. NIEGAN APERTURA DE CUENTA DE AHORROS EN BACO PRIVADO.  Alega el recurrente que a pesar de que ha solicitado en numerosas oportunidades la apertura de una cuenta de débito en el BAC San José, dicha institución se niega sin razón alguna, lo cual le ha ocasionado un serio perjuicio pues fue despedido por su patrono al no poder acceder a la cuenta. Esta Sala ya se ha pronunciado sobre casos similares al planteado por el recurrente, se cita la sentencia 8895-05. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Banco Bac San José S.A. revisar nuevamente la solicitud de apertura de cuenta de ahorros del amparado, tomando en consideración lo indicado en esta sentencia. Los Magistrados Solano y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
12280-06. REBAJO DE SALARIO POR FIANZA, SIN ORDEN JUDICIAL PREVIA ORDENADO POR COOPERATIVA. Alega la recurrente que Coopemep R.L., giró la orden  al Departamento de Gestión de Pagos de la Tesorería Nacional del Ministerio de Hacienda, para que le fueran aplicadas deducciones desproporcionadas que hacen nugatorio su derecho al salario, por una fianza que firmó, sin tomar en cuenta que ahora únicamente recibe quinientos colones quincenales de salario y la solicitud de rebajo planteada por la cooperativa recurrida, se aplicó sin que mediara orden judicial alguna que la sustente. Se rechaza por el fondo el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. RF
11877-06. SANCION DE ABOGADO EXTERNO DE BANCO. Alega el recurrente que el Banco Nacional de Costa Rica lo suspendió de forma definitiva del rol para la distribución de trabajo de abogacía de la institución sin darle oportunidad de defensa, porque no se pronunció sobre la prueba de descargo que ofreció. Consta que al recurrente se le dio oportunidad de defensa. SL
11881-06. NIEGAN APERTURA DE CUENTA DE AHORROS POR ANTECEDENTES CREDITICIOS. Alega el recurrente que el Banco Nacional de Costa Rica le niega la apertura de una cuenta de ahorros para el depósito de su salario, en virtud  de haber fungido como fiador en una deuda que no pudo cobrarse.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Banco Nacional de Costa Rica resolver la solicitud de apertura de cuenta de ahorros del amparado sin considerar sus antecedentes crediticios, si otra causa legítima no lo impide. CL
11701-06. LISTA MOROSOS BANCARIOS. Alega el recurrente que hace aproximadamente cinco años, tuvo una cuenta crediticia con el Banco de Costa Rica, en la cual se retrasó unos meses y a raíz de ello se le incluyó en una lista de morosos. A pesar de lo anterior, tiempo después canceló dicha deuda, inclusive con los intereses moratorio de ley. No obstante haber cancelación dicha deuda, a la fecha aún se le mantiene en la referida lista de morosos y los personeros de esa entidad bancaria, alegan su imposibilidad de excluirle de la misma. SL
COLEGIOS PROFESIONALES
11561-06. LIMITACIONES PARA INCORPORACION AL COLEGIO DE PROFESIONALES EN CIENCIAS ECONOMICAS. Acción de inconstitucionalidad contra los Requisitos para incorporación al Colegio Profesional; artículo 13 del Decreto Ejecutivo número 20014 del 19/09/90, publicado en La Gaceta número 209 del 05/11/90; Reglamento General del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas de Costa Rica. La norma se impugna, en tanto se limita la incorporación a ese Colegio a profesionales que, aunque cuenten con estudios de postgrado en Ciencias Económicas no tengan un grado de bachillerato o licenciatura en esa materia. SL
11326-06. SUSPENSIÓN PROFESIONAL. Alega el recurrente que se encuentra suspendido como miembro del Colegio de Profesionales en Informática por morosidad, a pesar de que ya se puso al día. La Sala ha señalado que la suspensión de un profesional por falta de pago, es un asunto de mera constatación y no se justifica que cuando un agremiado se ponga al día en el pago de sus cuotas, el Colegio respectivo mantenga la suspensión más allá de esa fecha. Se citan las sentencias 17509-05 y 7312-06. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Colegio de Profesionales en Informática y Computación, que disponga lo necesario para que, de inmediato, se levante la suspensión decretada por morosidad contra el amparado, si otra causa no lo impide. CL 

11260-06. INCORPORACIÓN PROFESIONAL. Señala el recurrente, quien ostenta un grado de Magíster Scientiae en Geología, con énfasis en Manejo de Recursos Hídricos e Hidrogeología, la negativa del Colegio de Geólogos de Costa Rica de incorporarlo como geólogo, a pesar de que a otro profesional en condiciones similares a la suya. SL
COMERCIO
12789-06. SANCIÓN EN FERIA DEL AGRICULTOR. Manifiesta el recurrente que es agricultor y desde hace más de diez años participa en la Feria del Agricultor del Cantón de Limón; sin embargo, se le impuso una suspensión por el plazo de un mes, sin haber instaurado de previo un procedimiento, en que se brindara la posibilidad de hacer ejercicio de su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la sanción impuesta al tutelado por el Centro Agrícola Cantonal de Limón, en el sentido de no participar en la Feria del Agricultor por el término de un mes. CL  

12159-06. CIERRE DE NEGOCIO POR CAMBIO EN EL PLAN REGULADOR. Alega el recurrente que es propietario de un Bar y Restaurante en San Isidro de Pérez Zeledón desde mil novecientos ochenta y ocho, sin embargo con la entrada en vigencia del Plan Regulador a partir de mil novecientos noventa y siete, se declaró esa área como de alto riesgo, por lo que la Municipalidad no permite realizar mejoras en los negocios y además no pueden contar con permiso de funcionamiento al día pues para ello necesitan el uso de suelo conforme y la Municipalidad no lo extiende, con lo cual estima se violenta su derecho de propiedad pues ya se ordenó la clausura de su establecimiento. Se acoge el recurso a fin de que el recurrente realice el cobro de los daños y perjuicios ocasionados por la conducta lícita de la Administración. CL
11940-06. NIEGAN INSCRIPCIÓN COMO PATRONO. Se recurre contra negativa de la CCSS de inscribir como patrono a la sociedad recurrente, que se dedica al cultivo y comercialización del banano en la zona atlántica. No lleva razón la empresa recurrente, pues la medida está debidamente fundamentada por la CCSS, ya que se pretende asegurar trabajadores que aparecen  realizando sus labores en el mismo lugar de trabajo de compañías que mantienen una deuda millonaria con la seguridad social costarricense, por cuotas obrero patronales. Es claro que en el ejercicio de sus potestades, la accionada puede ordenar -por morosidad-  el cierre de la actividad comercial del patrono, como un mecanismo ágil  para obligar al pago de lo adeudado, posibilidad que se vería afectada con la nueva inscripción que se pretende. De todas formas,  no corresponde a esta Sala determinar sobre los alcances de la normativa que aplica la recurrida en este caso,  para denegar la inscripción que se pretende y, el recurrente puede  acudir ante el Juez  laboral competente a solicitar la revisión de lo resuelto por la CCSS. RF
11673-06. INVESTIGACION POR MONOPOLIO. Alegan los recurrentes que la Comisión Para Promover la Competencia del Ministerio de Agricultura, inició una investigación contra la Corporación Hortícola Nacional, a efecto de determinar supuestas prácticas monopolísticas absolutas por parte de dicha organización en lo referente al manejo de precios en el mercado de la cebolla, investigación a la cual no tuvieron acceso y sobre la cual no se les dio audiencia. Esta Sala en su jurisprudencia, ha señalado reiteradamente que en las investigaciones preliminares no se aplican las exigencias del debido proceso, pues se trata de una etapa investigativa que no ha individualizado persona alguna y será en la etapa de procedimiento administrativa en que aquellos requerimientos sean aplicables. Se citan las sentencias 5726-96 y 6280-96. SL
11669-06. COBRO DE PATENTE MUNICIPAL POR ACTIVIDAD DE TAXI. Acusa el recurre la actuación de la Municipalidad de Pérez Zeledón que mediante proceso ejecutivo pretende el cobro de patente municipal por actividad de taxi en el cantón. Sobre el tema la Sala ya se había pronunciado en la sentencia 2008-99 y consideró que la inconformidad planteada escapaba en todo a las competencias de la Sala Constitucional. RF
11733-06. COBRO DE LA ASOCIACIÓN DE COMPOSITORES Y AUTORES MUSICALES DE COSTA RICA. Alega el recurrente que la Asociación de Compositores y Autores Musicales de Costa Rica (ACAM), recauda derechos patrimoniales de autor y cobra tarifas, de manera unilateral sin ajustarse a las normas vigentes en la materia de rango internacional, lo cual considera que es lesivo de los derechos de su representada por cuanto si no cancela ese monto de dinero, no puede obtener autorización para utilizar o ejecutar públicamente obras musicales de cualquier índole, cuestionando por ello las potestades con que cuenta esa asociación. Debe tenerse en cuenta el derecho que le asiste al autor de una obra literaria o artística de utilizarla, razón por la cual, sólo éste será el competente para aceptar su edición o difusión, si los diferentes autores le han otorgado a la Asociación de Compositores y Autores Musicales de Costa Rica su representación para que ésta, a su vez, autorice la utilización o reproducción de alguna obra musical previo pago de un canon establecido, ese cobro propiamente, constituye un tema de legalidad cuyo cuestionamiento no se analiza en esta Sala. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar. SL
11560-06. PLAZO DE ARRENDAMIENTO DE AERONAVES. Acción de inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo número 13317-T del 2 de febrero de 1972. Se impide registrar o inscribir un contrato de subarriendo o arriendo por un término mayor a  seis meses, prorrogable a juicio  del Consejo Técnico de Aviación  Civil. Que esto afecta la libertad  de comercio pues impide a LACSA registrar o inscribir un contrato de subarriendo o arriendo múltiple de aeronaves y fletamiento en plazos mayores de seis meses. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se declaran inconstitucionales los Decretos Ejecutivos, el artículo 1° del  No. 13317-T del 2 de febrero de 1972, y los numerales 35 y 36 del Decreto Ejecutivo No. 4440-T del 3 de enero de 1975, modificados por el Decreto Ejecutivo No. 6171-T, del 22 de julio de 1976. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a al Poder Ejecutivo y a la Dirección General de Aviación Civil y al Concejo Técnico de Aviación Civil. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
11492-06. ICE NIEGA PERMISO PARA BRINDAR SERVICIO DE INTERNET. Alega el recurrente que presentó ante el Departamento de Comercialización de Servicios Internacionales, una solicitud para contratar con el ICE cinco enlaces satelitales  T1, (5X,1,544 Kbps), los cuales utilizaría para brindar el servicio de Internet en el territorio nacional, a través de una estación terrena de su propiedad; ello en tanto después de hacer un estudio legal detallado llegó a la conclusión de que en Costa Rica no existe impedimento legal alguna para la provisión de los servicios de Internet al público en general. No obstante, se le denegó la solicitud considerando que "…hasta tanto no demuestre que cuenta con concesión legislativa para explotar servicios de telecomunicaciones en nuestro país, no nos queda otra salida que declinar la solicitud…". Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
11493-06. ANULAN PERMISO DE ESTACION DE SERVICIO. Alegan los recurrentes que la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo anuló el acuerdo municipal que les otorgaba permiso de suelo para la construcción de una estación de servicio en Tilarán, por considerarlo contrario al Plan Regulador vigente en esa municipalidad, sin que dicho plan se hubiera publicado de manera completa en La Gaceta, produciendo como consecuencia que la Dirección Regional Chorotega del Ministerio de Salud anulara el permiso de ubicación que se le concedió a la amparada para construir una estación de servicio en Tilarán, sin que de previo se otorgara oportunidad de proveer su defensa y dejando sin efecto un acto declarativo de derechos sin un proceso previo. Sobre la vigencia o no del Plan Regulador emitido en su oportunidad  por la Municipalidad de Tilarán, es un diferendo que debe ser ventilado en la vía ordinaria. La anulación que se acusa fue acogida por el Despacho recurrido, en función de jerarca impropio de los gobiernos municipales, declarando nulo el acuerdo apelado en ejercicio de sus competencias.  Sobre la anulación del permiso de ubicación por parte del Ministerio de Salud, consta que se trata de acto motivado. SL
CONTRATOS O LICITACIONES
12045-06. CONCURSO PARA CONTRATACIÓN ABOGADOS EN CCSS. El recurrente impugna el cartel del Concurso Público para la contratación de abogados externos de cobros judiciales de la CCSS.  En este caso se trata, de la disconformidad con los requisitos exigidos por la Caja Costarricense de Seguro Social para ocupar el puesto de abogado externo para tramitación de casos en cobro judicial de esa Institución, asunto ajeno al control de esta Sala. RP
11874-06. MULTA CONTRACTUAL SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que Alcatel recibió una comunicación, mediante el cual las autoridades del ICE resuelven y decretan el cobro y aplicación de una multa en la contratación directa número 112765 "Ampliación Centrales Telefónicas Alcatel",  sin un procedimiento previo, sin audiencia ni oportunidad de defensa, y sin ni siquiera la posibilidad de impugnarlo, pues expresamente se les comunica que no cabe recurso alguno. Según consta, el contrato establece la posibilidad del establecimiento de multas por incumplimientos en la ejecución de la contratación directa suscrita. Sobre este tema, se cita la sentencia 12673-01. Por otra parte, se indica que la revisión de la aplicación del contrato, es un asunto que debe ventilarse en la vía ordinaria correspondiente. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Vinocour salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

12760-06. FALTA DE NOMBRAMIENTO DE PROFESOR DE FRANCES. Señalan los recurrentes, padres del menor amparado, que el Ministerio de Educación Pública no ha dispuesto las medidas necesarias para resolver la falta de nombramiento de profesor de francés en el centro educativo donde estudia su hijo, a pesar de estar pronto a realizarse las pruebas nacionales. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación nombre un docente para que imparta lecciones en la materia de francés en el nivel de noveno año en el Liceo Coronel Manuel Argüello, ubicado en Bijagual de Turrubares. Se ordena asimismo al Ministro de Educación Pública girar las instrucciones pertinentes a efectos de determinar, junto con las docentes encargadas del proceso de recuperación, si los estudiantes no se encontraran suficientemente preparados para la prueba nacional de noveno año de francés en el referido centro educativo, y si fuera el caso, suspender la aplicación de dicha prueba hasta que se les preparara debidamente. CL
12581-06. NIEGAN MATRICULA EN CENTRO PRIVADO. Señala la recurrente que le fue denegada la matrícula a su hijo, para el curso lectivo de 2006-2007, en un colegio privado, sin darle debido proceso. Consta que la matrícula del amparado estaba condicionada a sus notas y su comportamiento, aspectos que no cumplió. SL 

12363-06. ATRASAN DEPÓSITO DE BECAS ESCOLARES. Alegan los recurrentes que las autoridades recurridas no les han efectuado el pago de la ayuda económica que requiere para su educación. Se tiene por demostrado que una de las amparadas es beneficiaria de una beca del Fondo Nacional de Becas, la cual le ha sido depositado en forma tardía y la administración no puede indicar que la demora es producto del trámite administrativo, pues son justificaciones meramente organizativas y de previsión que no resultan de recibo por no ser, de manera alguna, razones para lesionar el derecho de educación de la amparada. Se declara parcialmente con lugar a favor de una de las amparadas y únicamente con respecto al Fondo Nacional de Becas. Se ordena a la Directora Ejecutiva del Fondo Nacional de Becas, que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no debe incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la estimatoria del amparo. En los demás extremos se declara sin lugar.CL Parcial

11474-06. CONTINUIDAD EDUCACIÓN DE ADULTOS. Alega el recurrente que para este año lectivo no se abrió matrícula en el CINDEA, para los módulos correspondientes a cuarto y quinto año en la sede de Cahuita, porque se omitió presupuestar los recursos necesarios, a fin de cubrir los egresos que genera el impartir estos dos módulos, lo que no permite a los estudiantes continuar con su proceso educativo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, girar inmediatamente, las órdenes pertinentes para que se abra la matrícula correspondiente al tercer nivel del Plan de Estudios para la Educación de Jóvenes y Adultos en la sede de Cahuita, a fin que los estudiantes puedan continuar su proceso educativo. CL
11443-06. SANCIÓN EDUCATIVA. Alega la recurrente que su hijo fue expulsado del centro educativo recurrido por el plazo de veintidós días, por haber incurrido en supuestas irregularidades. Reclama que de previo a la imposición de la sanción, no se otorgó al menor y a sus padres, audiencia alguna para ejercer su defensa y aportar las pruebas de descargo correspondientes. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción de interrupción del proceso educativo decretada en contra del amparado por el plazo de quince días. CL
11464-06. EDUCACIÓN DE MENOR PROTEGIDO. Alega la recurrente que el PANI impide a un menor continuar con su proceso educativo, por cuanto dictaron una medida de protección en sede administrativa para que fuera reubicado y desde que se ejecutó dicho traslado, el menor no volvió a asistir a la Escuela Porfirio Brenes, en la que se encontraba matriculado. Las autoridades recurridas delegaron en otra organización la responsabilidad de la educación del menor y fue hasta la interposición del amparo que se corroboró que el amparado había interrumpido sus estudios por las limitaciones de transporte para su traslado al centro educativo y viceversa, argumento que no es de recibo para este Tribunal pues, tal y como ha quedado esbozado, le corresponde al Patronato Nacional de la Infancia velar por la protección especial del menor, así que independientemente que se haya delegado la responsabilidad en una ONG mediante un convenio de cooperación, lo cierto es que el Patronato Nacional de la Infancia  es la institución rectora en la materia, de manera que le corresponde a ésta velar porque la ejecución de las medidas cautelares se realicen en total apego a los derechos constitucionales de los menores de edad. Se aplica el artículo 52, párrafo 1°, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en virtud de que estando en curso el amparo se procedió a ordenar las medidas correspondientes para que el amparado fuera matriculado en otro centro educativo. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al derecho a la educación del menor Richard Guzmán Valverde, con base en lo dispuesto por el artículo 52, párrafo 1º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, únicamente, a los efectos de condenar al Patronato Nacional de la Infancia. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11320-06. RECONOCIMIENTO DE CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. Alega la recurrente que la Jefe del Departamento de Centros Docentes Privados de ese Ministerio que suspenda el acto administrativo mediante el cual se dispuso no practicar las pruebas nacionales a los estudiantes del centro educativo denominado “Centro de Atención Formativa y Recreativa Antonio José Obando Chan”, ello a pesar de que se solicitó la acreditación de los estudios que se imparten en ese centro educativo, cumpliendo con todos los requisitos de ley. Se declara con lugar el recurso únicamente por amenaza ilegítima al derecho a la educación de los amparados. Proceda el Ministro de Educación Pública, a ordenar que se apliquen las pruebas nacionales de bachillerato a los alumnos del nivel diversificado de undécimo año matriculados en el Centro de Atención Formativa y Recreativa Antonio José Obando Chan, al cual, mediante Resolución número 016-06 del nueve de mayo de dos mil seis, se le aprobó los estudios impartidos en la Educación Diversificada. CL Parcial
11328-06. RETIRO DE ESTUDIANTES DURANTE CLASES DE RELIGIÓN. Acusa el recurrente que el Director de la Escuela Joaquín García Monge dispuso que los padres de los educandos que no reciben lecciones de Educación Religiosa, después de las vacaciones de medio año deberán retirar a sus hijos durante el tiempo que se impartan las lecciones de religión, lo cual es claro que resulta incompatible con el Derecho de la Constitución. No obstante, la comunicación se anuló posterior a la notificación del amparo, por lo que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se declara con lugar el recurso. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
12755-06. ACCESO A EXPEDIENTE. Alega el recurrente que las autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería le han negado el acceso al expediente administrativo sobre permiso temporal Nº 2404-2005 de su hijo, menor de edad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, que de manera inmediata le permita al recurrente acceder al expediente administrativo del menor. CL
11968-06. ACCESO A EXPEDIENTES EN MIGRACION. Alega el recurrente que las medidas adoptadas por la Dirección General de Migración y Extranjería para que los particulares puedan acceder a los expedientes administrativos, son violatorias de sus derechos, por cuanto la autoridad accionada le impuso la obligación de pedir una cita para consultar hasta 3 expedientes, de modo que si necesita revisar otros debe solicitar una nueva, además se le concedió una cita por espacio de un mes, lo que estima irrazonable y desmedido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, que facilite al tutelado, en forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, el acceso a los expedientes administrativos que le interesan. Se deja sin efecto la instrucción girada por la autoridad recurrida en el sentido que un particular únicamente puede presentar documentos a tres expedientes administrativos por día. CL

11830-06. NIEGAN INFORMACION DE EX FUNCIONARIO PUBLICO. Alega el recurrente que solicitó al Departamento de Recursos Humanos del Instituto Nacional de Seguros información relacionada con "los atestados y puesto a desempeñar de un ex funcionario", pero le indicaron "que el mismo no labora para la institución, por lo tanto no es posible atender su requerimiento", a pesar de que según información que obtuvo por sus propios medios, encontró que el referido señor laboró para esa institución y que posteriormente renunció. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefa del Departamento de Recursos Humanos del Instituto Nacional de Seguros, que proporcione al recurrente la información requerida mediante gestión del 16 de mayo del 2006, dentro del plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
11862-06. NIEGAN INFORMACION SOLICITADA. DERECHO A LA INFORMACION ADMINISTRATIVA.  Alega el recurrente que solicitó a la Municipalidad de Desamparados información de su interés, sobre directrices emitidas por el Tribunal Ambiental, respecto a la revocatoria de una licencia municipal y solicitó que se le permitiera conocer la documentación pertinente. No obstante, le fue negada la información aduciendo que la libertad de acceso a la información es potestad de la administración y posee una serie de variables que deben ser ponderadas al momento de su aplicación, no solo teniendo en cuenta las limitaciones establecidas por el artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios sino por otras normas que evidentemente modelan el ejercicio de este derecho. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y a la Coordinadora del Subproceso de Fiscalización Tributaria, ambos de la Municipalidad de Desamparados, que suministren al amparado la información requerida, dentro del plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
11523-06. ACCESO A INFORMACION DE PROYECTO URBANISTICO. Alega el recurrente que como miembro del Frente Oreamunense de Emergencia solicitó al Concejo Municipal de Oreamuno, información sobre el megaproyecto urbanístico Vista Hermosa y le indicaron que debían precisar el tipo de documentos que consultarían. Sobre el tema, si citan las sentencias 9115-04 y 14720-04 y se reitera el criterio, en el sentido de que cuando existen planes de edificar una obra determinada puede implicar afectación de los intereses o derechos de los vecinos del lugar, de donde resulta incuestionable el deber de las autoridades municipales de manejar las correspondientes solicitudes de información con la mayor transparencia posible. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Oreamuno de Cartago, permitir a los miembros del Frente Oreamunense de Emergencia el acceso inmediato al expediente del proyecto de construcción Vista Hermosa, con las restricciones a la reproducción de su contenido, indispensables para la protección de los derechos de terceros. CL
DERECHO A LA SALUD

12658-06. MEDICAMENTO. Señala la recurrente que padece de un cáncer de mama izquierda, clasificado como T2NoMo con receptores hormonales positivos y Her 2 +++  ante lo cual la médico tratante le prescribió el medicamento trastuzumab. No obstante, el Comité Local de Farmacoterapia del Hospital Dr. Rafael Angel Calderón Guardia envío la solicitud al Comité Central de Farmacoterapia, el cual la rechazó debido a que el medicamento no se encuentra en la lista oficial y además se encuentra en fase investigativa fase III. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Jefe del Departamento de Farmacoepidemiología y Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que de forma inmediata se entregue a la recurrente el medicamento trastuzumab, bajo la estricta responsabilidad de la médico tratante. Los Magistrados Mora, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
12656-06. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que tiene un tumor canceroso localizado en el colon, de que fue operada hace seis meses y, como tratamiento complementario, se le ha recetado un medicamento que se denomina LEUCOVERINA, el cual ha coadyuvado para que su proceso de recuperación sea muy satisfactorio. No obstante, cuando se presentó a la farmacia del Hospital San Juan de Dios a retirar dicho tratamiento se le informó que esa medicina se encuentra agotada y que estará disponible hasta dentro de dos meses y medio aproximadamente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponga todas las medidas de urgencia que en Derecho corresponda, en coordinación con la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que el Hospital San Juan de Dios disponga, de inmediato, del medicamento Folinato cálcico (Leucovorin) intravenoso,  prescrito a la recurrente por la especialista en oncología médica, de conformidad con las indicaciones realizadas por esta profesional y se le entregue sin dilación alguna. CL 
12728-06. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que sufre de cáncer gástrico y requiere, según el criterio de la médico tratante del Servicio de Oncología del Hospital San Juan de Dios, la aplicación del acelerador lineal, sin embargo, a la fecha de presentación del recurso no ha logrado la aprobación de dicho tratamiento. CL

12729-06. MEDICAMENTOS. Señala la amparada que padece de cáncer de mama y ha sido sometida a quimioterapia y radioterapia, y por recomendación de su médico tratante, debe aplicarse el medicamento Herceptin, el cual hasta ahora no le ha sido proporcionado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, adoptar de manera inmediata las medidas que sean necesarias y efectivas para proporcionar a la amparada el medicamento Herceptin, según las indicaciones de su medico tratante. Los Magistrados Mora, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar. CL

12657-06. MEDICAMENTOS. Alegan las recurrentes que son pacientes de oncología y fueron operadas por presentar cáncer de mama. Que actualmente se encuentran con tratamiento post-operatorio, que sus médicos tratantes solicitaron el medicamento necesario para tratar su caso, que es el Trastuzumab, o bien, el Herceptin, pero la solicitud les fue rechazada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en forma inmediata y de acuerdo al consentimiento informado, se les prescriba a las recurrentes, el tratamiento trastuzumab, bajo la estricta responsabilidad de los médicos tratantes. Los Magistrados Mora, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL 

12655-06. MEDICAMENTOS. Señalan los recurrentes que a pesar de que su médico tratante les recetó tratamiento con "Clorpromazina o Lagartil"; sin embargo, en la Farmacia de la Clínica recurrida se le informó que dicho medicamento se encuentra agotado por tiempo indefinido en todas las farmacias de la CCSS. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de inmediato gire las instrucciones pertinentes para que se le siga suministrando al amparado el tratamiento prescrito de clorpromazina o lagartil, en las dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica.CL

12650-06. MEDICAMENTOS. Manifiesta el recurrente que padece de hipertensión desde hace diez años, motivo por el cual se le brinda atención médica en el Hospital Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia. Indica que su médico tratante le ha prescrito diversos medicamentos para su padecimiento. La constante variación obedeció a los efectos secundarios que producían los medicamentos, siendo que el último que le fue prescrito fue el Aprovel original, pero las autoridades de la CCSS se niegan a  suministrarlo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia; al Director General del Hospital Dr. Rafael Calderón Guardia; y a la Coordinadora del Comité Local de Farmacoterapia de dicho Hospital; que de inmediato, giren las instrucciones pertinentes para que se le suministre a la recurrente el tratamiento prescrito de Aprovel por el médico tratante, en las dosis y durante el plazo que él determine, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL
12654-06. OPERACION. Alega el recurrente que le diagnosticaron un cáncer de tiroides y la tienen en lista de espera para la cirugía, según le informaron estaría programándose para el 2007 dicha cirugía. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital San Juan de Dios programar en un plazo razonable la intervención quirúrgica que requiere la recurrente, de conformidad con el criterio e indicaciones de su médico tratante, sin sujeción a listas de espera que impiden una atención expedita de los asegurados. Los Magistrados Mora, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
12651-06. MEDICAMENTO. Señala la recurrente que hace más de cinco meses su médico tratante en la CCSS le prescribió el medicamento denominado URSODIOL, pero las autoridades de la institución no se lo han suministrado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora de Farmacia del Hospital de San Carlos, que dentro de los quince días posteriores a la comunicación de esta resolución entregue a la amparada las cápsulas de URSODIOL (ácido ursodeoxicólico) que requiera al menos para dos semanas de tratamiento, y asegurar la continuidad de su administración. CL
12123-06. MEDICAMENTO. Señala el recurrente que fue diagnosticado con leucemia, por parte del doctor Vásquez, Jefe del Área de Dermatólogos del Hospital San Juan de  Dios, motivo por el cual en primer lugar se le recetó Hidrosudrea por un lapso de ocho meses y luego se le cambió al nuevo tratamiento denominado Clivec, que hasta la fecha, por falta de presupuesto no le ha sido posible conseguir dicho medicamento, en vista de que no existe inventario del mismo ni fecha probable de que haya.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de inmediato disponga todas las medidas de urgencia que en Derecho corresponda, en coordinación con la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que el Hospital San Juan de Dios disponga, de inmediato, del medicamento imatinib 40 mg tableta tipo Gleevec® (Glivec), prescrito al amparado, para que se le entregue sin dilación alguna. CL
11844-06, 11845-06. MEDICAMENTOS. Alega la recurrente que padece de un cáncer de mama HER -2 positivo, por lo cual  el médico tratante le prescribió el medicamento denominado trastuzumab; sin embargo, el Comité Local de Farmacoterapia del Hospital San Juan de Dios la rechazó debido a que el medicamento no se encuentra en la lista oficial y además se encuentra en fase investigativa clínica II-III. Por su parte, el médico tratante considera necesario el suministro de dicho fármaco por cuanto las pacientes con cáncer de mama HER -2 que utilizan el medicamento trastuzumab en forma preventiva tienen una gran ventaja que podría derivar en mayor durabilidad comparado con el tratamiento convencional sin el mismo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia,  se ordena al Presidente Ejecutivo y al Gerente de la División Médica, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que de forma inmediata se entregue a la recurrente el medicamento trastuzumab, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
11779-06. SANCIÓN ESTUDIANTIL. Alega el recurrente que se sancionó por la comisión de dos faltas leves y como ocurrieron en el mismo periodo, las autoridades del Colegio recurrido le impusieron una nueva sanción de rebajo de la nota de conducta y de suspensión del curso lectivo, con lo cual se le sancionó dos veces por el mismo hecho, sin respetar el debido proceso. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anulan las sanciones impuestas al amparado el catorce de mayo de dos mil seis (rebajo de diecinueve puntos de la nota del primer trimestre y reparación del daño) y el dos de junio de dos mil seis (rebajo de diecinueve puntos en la nota de conducta y la interrupción del proceso de aprendizaje por doce días).CL
11780-06. SANCION ESTUDIANTIL. Alega la recurrente que en el Liceo Monseñor Rubén Odio Herrera se sancionó al menor amparado por supuestas faltas cometidas, sin  cumplir el debido proceso ni notificar de previo a los padres de familia.  Acusa que no se le dio traslado de cargos, ni oportunidad de ejercer su derecho de defensa, ni se le dio acceso al expediente, así como tampoco se le dio la posibilidad de asesorarse con un profesional en derecho ni se analizó la prueba de descargo.  Además, reclama que la boleta respectiva debía ser firmada por el Profesor Guía, lo que no se hizo. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula la sanción impuesta de rebajo de once puntos de la nota de conducta del menor Fabián Calvo Quirós. Lo anterior sin perjuicio de que las autoridades disciplinarias del Colegio estimen pertinente enderezar los procedimientos. CL

11298-06. ATENCIÓN MÉDICA. Alega el recurrente  que en el hospital Blanco Cervantes, pretenden darle salida pese a que tiene una úlcera en el sacro y otra en el latón, las cuales requieren curaciones diarias y constantes y su familia, que además de que está renuente,  no esta capacitada para hacerlas en el hogar. SL 

DERECHO DE PENSION
12131-06. NIEGAN TRASPASO DE PENSION A VARONES. Alega el recurrente que el artículo 5 de la Ley 148 del 23 de agosto de 1943 excluye a los hombres mayores de dieciocho años del derecho a recibir una parte proporcional de la pensión que recibían sus padres a la hora de fallecer, mientras que a las mujeres se les da de pleno derecho y de por vida, salvo que contraigan nupcias. Considera que esa decisión resulta arbitraria y lesiva de sus derechos fundamentales. Se resuelve con base en la sentencia 11928-03. CL 

DERECHO DE PROPIEDAD

11543-06. DECLARATORIA DE PATRIMONIO HISTORICO-ARQUITECTONICO. Acción de inconstitucionalidad contra Ley de Patrimonio Histórico Arquitectónico de Costa Rica, número 7555, por omisión, al no disponer de la indemnización del particular por la afectación de su patrimonio al patrimonio histórico arquitectónico, ni régimen de incentivos o compensación económica; la omisión del Poder Ejecutivo de reglamentar esa ley; así como la interpretación dada por la Administración a los artículos 6, 7, 8, 11, 18, 20, 21 y 25 de la Ley en la resolución inicial del órgano director del procedimiento para valorar el inmueble de propiedad de su representada, para su incorporación al patrimonio histórico-arquitectónico; en los acuerdos 7 y 10 del Acta 4-2003, de veintitrés de junio del dos mil tres, y el acuerdo único del acta 10-2003, del dieciocho de noviembre del dos mil tres, de la Comisión Nacional de Patrimonio Histórico-Arquitectónico del Ministerio de Cultura Juventud y Deportes; en las resoluciones número 124-2003, del veinticuatro de setiembre y número 178-2003, del veintiuno de noviembre, ambas del dos mil tres, del Ministro de Cultura Juventud y Deportes; y Decreto Ejecutivo número 31.562-MCDJ, de veintiuno de noviembre del dos mil tres, publicado en La Gaceta del diecinueve de diciembre del dos mil tres, que incorpora como patrimonio histórico-arquitectónico la propiedad de su representada. Las normas se impugnan en tanto se acusa que no se permite la indemnización ni expropiación en determinados casos, en atención al uso del inmueble, no se establece la posibilidad de indemnizar en vía administrativa los daños causados, con ocasión de la incorporación de una construcción como patrimonio histórico-arquitectónico, por omisión del legislador de no prever un régimen de limitación menos grave, por omisión del Poder Ejecutivo de reglamentar esa ley y por último, por la interpretación dada por la Administración, en el caso concreto del recurrente. No se admite la acción contra las interpretaciones que hace la Administración en el caso concreto del los recurrentes, pues no es esta la vía. Igualmente, sobre la falta de reglamentación de la ley. Se rechaza por el fondo el asunto, con relación al contenido que según el recurrente, debe tener el reglamento de la Ley de Patrimonio Histórico-Arquitectónico,  por cuanto la regulación de los procedimientos administrativos, la determinación de las potestades de imperio y el régimen de regulación de la tutela del patrimonio histórico-arquitectónico está reservado a la ley formal y material, que en este caso, por traducirse en la imposición de limitaciones de interés social, requiere de su aprobación por mayoría calificada. De igual manera también debe rechazarse por el fondo la acción en relación con la alegada omisión legislativa de no imponer en forma expresa la indemnización con ocasión de la afectación del patrimonio de particulares al régimen de tutela del patrimonio histórico-arquitectónico, toda vez que las limitaciones que se les  imponen son conforme con el Derecho de la Constitución, porque son de interés social, y por ende, no hay obligación constitucional de su indemnización, en tanto permite la explotación económica del bien; además de que, en el caso de tal afectación haga nugatorio el derecho de propiedad, es que se deriva la obligación de expropiar, condición que sí prevé la Ley de Patrimonio Histórico-Arquitectónico. Consecuentemente, también es improcedente la impugnación que se hace de la supuesta omisión legislativa de no imponer un régimen de compensación adecuado, por cuanto es materia que está reservada a la ley, que debe ser regulado con el criterio y discrecionalidad del legislador. Se rechaza de plano la acción respecto de las impugnaciones que hace de la supuesta interpretación administrativa de los 6, 7, 8, 11, 18, 20, 21 y 25 de la Ley de Patrimonio Histórico-Arquitectónico, de la impugnación de los artículos 20 y 21 de la misma ley, y de la omisión del Ejecutivo de reglamentar dicha ley. Se rechaza por el fondo en todo lo demás. RP Y RF
11469-06. PERMISO PARA CONSTRUIR EN ACERAS. Alegan los recurrentes que la Municipalidad de San José autorizó la construcción de edificaciones sobre bienes de dominio público, en la Urbanización las Magnolias en la Uruca, está limitando la libertad de tránsito de las personas que deben utilizar la acera en esa zona para trasladarse, además de restringir e incomodar el libre tránsito de las personas que cuentan con alguna discapacidad pues el ancho de la acera no cumple con las medidas mínimas exigidas por la ley 7600; igualmente consideran que la posibilidad que se le otorgó a los vecinos de la Urbanización las Magnolias en la Uruca violenta el principio de igualdad, de acuerdo con lo que señalan el artículo 33 Constitucional, pues en primer lugar se les está otorgando únicamente a los vecinos de esa Urbanización la posibilidad de realizar construcciones sobre la vía pública y luego porque se limita la posibilidad de los discapacitados de transitar por esa zona, creando una discriminación odiosa. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de San José, adoptar los estudios necesarios a fin de determinar los casos y situaciones particulares que se presentan en el residencial Las Magnolias en La Uruca, San José, en las condiciones aquí impugnadas, así como establecer un programa específico que incluya el presupuesto respectivo para restablecer el uso del dominio público por todas las personas. Se anula el Acuerdo 7, artículo V, de la sesión ordinaria 146 del 12 de setiembre de 2000. CL
11293-06. DESALOJO DE PROPIEDAD DEL IDA. Alega el recurrente que adquirió mediante compra venta de la parcela número 43 del Asentamiento Tujankir en Guatuso, la cual ha ocupado y explotado para el desarrollo de actividades agrícolas.  No obstante, la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario ordenó el desalojo del inmueble, otorgándole un plazo improrrogable de 5 días hábiles para cumplirlo, bajo el argumento de que ese Instituto es el propietario del bien.  Señala que no se le dio debido proceso. SL
DERECHO DE TRABAJO
12627-06. INTERINO POR INTERINO. CARGA ACADEMICA ADICIONAL. Alega el recurrente que es profesor de la Universidad de Costa Rica y que a pesar de haber sido nombrado por varios ciclos lectivos consecutivos, en su lugar se nombró a otro interino. Consta que la plaza es de tiempo adicional y fue sacada a concurso este año. Se señala que la asignación de cargas académicas adicionales a favor de los docentes no crea ningún tipo de derecho adquirido a su favor, pues en esta sede se tutela únicamente el derecho a que los funcionarios cuenten con la carga académica a la que tienen derecho. SL
12632-06. EJECUCION DE DESPIDO ESTANDO PENDIENTE APELACION. Alega el recurrente que la Administración ejecutó su despido, aún cuando se encuentra pendiente de resolución su recurso de apelación, con base en lo dispuesto en el artículo 44 del Estatuto de Servicio Civil. En este caso se dio un cambio de criterio, a partir de la sentencia 8335-06, si bien la Sala consideró que la norma expresamente concede en “ambos efectos” la apelación contra el fallo del Tribunal del Servicio Civil, entendiendo que el recurso suspende o paraliza la ejecución de la resolución impugnada, hasta que recaiga el fallo del órgano de alzada y que por tanto, la Administración no estaba facultada para ejecutar el cese en tanto el referido Tribunal de Trabajo (actuando como instancia puramente administrativa); a partir de la sentencia citada, se interpreta lo establecido en el artículo 44 del Estatuto de Servicio Civil, en el sentido  que la interposición de la apelación no suspende la ejecución del acto. SL
12713-06. CAMBIO DE FUNCIONES. Alega el recurrente que labora para la Municipalidad de Alajuela, como Técnico Municipal 1 A con funciones de Inspector Municipal, respecto al control de permisos de construcción y patentes. Indica que por medio del oficio número 87 del 7 de marzo del 2006, se le comunicó su traslado de puesto a la Unidad de Limpieza de Vías, actuación que es contraria al ius variandi y en violación directa a sus derechos fundamentales. Señala que el Jefe de Recursos Humanos y el de Aseo de Vías con instrucciones del Alcalde le ordenaron que le dieran un carretillo y escobón a fin de que procediera a limpiar calles, en caso contrario, se le iniciaría procedimiento administrativo disciplinario. Se declara con lugar el recurso. Se anula la Acción de Personal número 87 del 07 de marzo del 2006 de la Municipalidad de Alajuela. En consecuencia se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
12196-06. AMONESTACION Y ACOSO LABORAL. Alega la recurrente que ha sido objeto de una serie de actuaciones de persecución laboral y personal por parte de la su jefe en la UCR, al punto que recibió una nota de carácter sancionatorio sin que de previo se observaran las garantías del debido proceso y el derecho de defensa. En este caso, si  bien es cierto que no existió un procedimiento previo para la emisión de la supuesta amonestación por escrito que impugna, tal llamada de atención no amerita la realización de un procedimiento disciplinario ordinario, pues no es -en esencia- una sanción y la misma no fue remitida a su expediente personal como si fuera una amonestación escrita.  Lo anterior, sin perjuicio que la amparada acuda a las vías ordinarias a plantear las supuestas irregularidades en el trato recibido por su superior. SL
12239-06. REBAJO DE SALARIO. Alega la recurrente que la Dirección de Personal del Ministerio de Educación le informó que a partir de la segunda quincena del mes de junio se le va a deducir del salario el pago de 8 lecciones interinas que había venido recibiendo supuestamente “por error” desde febrero del 2006, a pesar de que efectivamente las laboró. Considera además arbitrario que se le rebajen dichas 8 lecciones interinas. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al principio de irretroactividad. En consecuencia se anula el acto comunicado a la recurrente mediante telegrama ref. 2006-06-05-67-075503-000-12-11304, la acción de personal n° 3623022 y todos los actos posteriores de aplicación concreta de éstos. El Magistrado Armijo salva el voto y lo declara con lugar. CL Parcial
12242-06. VIOLACION DE LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESION DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que es profesional en matemáticas actuariales y que trabaja en la Universidad de Costa Rica, como profesor, y en la Caja Costarricense de Seguro Social, como actuario. En algunas oportunidades el Sindicato de Profesionales en Ciencias Médicas de la Caja Costarricense de Seguro Social e Instituciones Afines —en adelante Siprocimeca— lo ha invitado como expositor a charlas relacionadas con el futuro y las finanzas de la Caja. Aunque su participación en las charlas ha sido a título personal o como profesor universitario, el Director de la Dirección Actuarial de la Caja se ha opuesto. En un primer momento, mediante oficio DAPE—248 del 9 de mayo del 2005, después de prevenirlo sobre el deber de lealtad a la Caja, le prohíbe participar en la condición de Jefe del Departamento Actuarial o presentar información propia de la Dirección. Posteriormente, en oficio No. DAPE—388, del 13 de julio del 2005, le desautoriza para emitir manifestaciones públicas sobre las finanzas de la Caja, aunque lo haga en su condición de profesor universitario. El recurrente considera que las actuaciones de la Caja lesionan su derecho a la libertad de pensamiento y expresión. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director de la Dirección Actuarial y de Planificación Económica de la Caja Costarricense de Seguro Social, abstenerse de incurrir en amenazas o perturbaciones a la libertad de expresión del amparado. CL
12246-06. PERMISO CON GOCE DE SALARIO PARA CUIDAR HIJA ENFERMA. Alega la recurrente que la autoridad recurrida le denegó la solicitud de licencia para cuidar a su hija que será operada del ojo derecho, por  problemas de visión y de estrabismo; lo que estima contrario a los derechos fundamentales de la niña amparada, tutelados en el Código de la Niñez y la Adolescencia, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Declaración Universal de Derechos Humanos, y la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Coordinadora General de la Unidad Técnica de Recursos Humanos, al Director General de Tributación y al Ministro, todos del Ministerio de Hacienda, que le otorguen inmediatamente a la recurrente una Licencia con Goce de Salario durante el plazo post operatoria -según la recomendación médica- para atender el tratamiento requerido por su hija. CL 

12391-06. DESPIDO DE EMBARAZADA POR ESTAR INCAPACITADA. Alega la recurrente que fue contratada por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio para ocupar interinamente un  puesto. Debido a que quedó embarazada y ha tenido que permanecer incapacitada por amenaza de aborto, se le comunicó que se le separaba de su puesto debido a haber permanecido incapacitada por enfermedad por un período mayor a los tres meses. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el cese de la amparada dispuesto por el Ministro de Economía Industria y Comercio número DM-056-06 de 19 de junio del 2006 y se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
12275-06. SE IMPUGNA INVESTIGACION DE LA CONTRALORIA. Alega la recurrente que a raíz de una investigación que realizó la Contraloría General de la República en su Municipalidad, se detectó que su asistente personal era casada con un sobrino de uno de los regidores titulares de esa Corporación, por lo que al tenor de lo dispuesto en el numeral 157 del Código Municipal, existía a su haber  una incompatibilidad entre el nombramiento de su asistente, por ese grado de parentesco por afinidad con el Regidor, por lo cual se consideraba irregular su nombramiento y consecuentemente se debía sancionar a los funcionarios responsables de ese acto. Apeló el acto, pero sus gestiones le fueron rechazadas, sin pronunciamiento de fondo. Considera la Sala que la discrepancia de la recurrente con el criterio de la Contraloría sobre si el puesto de su asistente es o no de confianza, es un asunto de legalidad que debe ventilarse en otra vía y no se constata falta de fundamentación a las gestiones planteadas. RF
12182-06. CANCELAN CONTRATOS PROFESIONALES A FUNCIONARIOS DEL DEPARTAMENTO FITOSANITARIO DEL MAG.  Alegan los  recurrentes que se pretende hacer un despido masivo, bajo condiciones de derecho laboral privado, de los trabajadores del Servicio Fitosanitario del Estado, consideran que no deben soportar la carga de la inercia del Ministerio de Agricultura y Ganadería y otras dependencias públicas, ni el cambio intempestivo de criterio de la Contraloría General de la República. Asimismo, aseguran que, en virtud de estudios efectuados, esos puestos se rigen ahora por el régimen de empleo público. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Se ordena a: a) A la Contralora General de la República, disponer lo necesario para que se permita continuar pagando a los empleados del Servicio Fitosanitario del Estado su salario por medio del fideicomiso #539-MAG-BNCR-SFE mientras no se haya organizado y puesto en funcionamiento la estructura de puestos del Servicio bajo el régimen de empleo público; b) Al Presidente de la Junta Directiva del Banco Nacional de Costa Rica y al Director a. i. de BN Fiduciaria, mantener la relación de empleo con los trabajadores del Servicio Fitosanitario del Estado mientras no se haya organizado y puesto en funcionamiento la estructura de puestos del Servicio bajo el régimen de empleo público; y c) Al Ministro de Agricultura y Ganadería, y al Director General de la Dirección de Servicios de Protección Fitosanitaria del Estado de ese Ministerio, proveer lo necesario, dentro de sus competencias, para concluir en un plazo máximo de tres meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, la organización y ejecución de la estructura de puestos del Servicio bajo el régimen de empleo público. El Magistrado Solano salva el voto y declara sin lugar el recurso.-

12132-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente que el Ministro de Seguridad Pública presentó una gestión de despido en su contra ante la Dirección General de Servicio Civil; procedimiento en el cual, a pesar de haber solicitado como prueba de descargo el aporte de copias certificadas de una serie de expedientes administrativos por él tramitados para poder ejercer su defensa, la Jefe del Departamento Legal del Ministerio de Seguridad Pública, en un primer momento se negó a proporcionar esa prueba y, luego, aún cuando accedió a enviar su prueba de descargo, lo hizo en forma parcial y omitió, además, aportar copia de los expedientes que son la base de la acusación en su contra.  Aduce que la Dirección General de Servicio Civil, no obstante que debe garantizar su derecho de defensa, en definitiva no ha tomado las medidas necesarias para que su prueba de descargo sea recibida en forma completa, con lo que ha permitido que la Jefe del Departamento Disciplinario Legal viole su derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Servicio Civil, que en el término improrrogable de ocho días contado a partir de la notificación de esta resolución, atienda los reclamos que ha formulado el recurrente por la prueba ofrecida para su defensa que considera que no se ha agregado al expediente administrativo donde se tramita la gestión de despido en su contra y que determine si falta o no prueba por agregar, en cuyo caso deberá disponer lo que sea procedente. De igual manera se le ordena a la Jefe del Departamento Disciplinario Legal del Ministerio de Seguridad Pública, o a quien ocupe ese cargo, facilitarle inmediatamente al recurrente el acceso irrestricto a toda aquélla documentación que fuere relevante para el ejercicio de su derecho de defensa. CL
12181-06. SANCIONES LABORALES. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que se le ha lesionado las garantías del debido proceso, toda vez que la autoridad recurrida le comunicó tres amonestaciones por escrito, con copia en su expediente personal, sin darle de previo oportunidad de ejercer su defensa con las garantías del debido proceso. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso respecto a la sanción impuesta a la amparada mediante nota de fecha 24 de marzo del 2006, cuya anulación se dispone. Asimismo, se ordena a la Directora del Centro Educativo Sor María Romero, que en el término improrrogable de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia, remueva en forma definitiva del expediente personal de la recurrente, la copia del oficio de fecha 24 de marzo del 2006 e incoar el correspondiente procedimiento sumario a fin de verificar la verdad real de los hechos que se le acusan. En cuanto a las sanciones dispuestas mediante notas de fecha 21 de marzo del 2006, se declara sin lugar el recurso, ya que los hechos ahí sancionados constituyen actos de mera constatación.  CL Parcial
12171-06. MODIFICACION EN SISTEMA DE CONCURSOS EN LA CONTRALORIA. Alega el recurrente que en La Gaceta número 139 se publicó la resolución R-SC-04-2006 suscrita por la Subcontralora General de la República , que reforma el  artículo  12 del Estatuto Autónomo de Servicios de la Contraloría General de la República, eliminando el sistema de concurso público para acceder a cualquier cargo dentro de esa institución y disponiendo en su lugar que,   la designación del  "Gerente de División, Gerente de Área y Gerente Asociado"  se hará conforme "al procedimiento de selección que se establezca", el que no fue regulado expresamente, permitiendo a las autoridades superiores del órgano contralor, una amplia facultad en la designación de esos cargos, lo que se enfrenta al numeral 192 constitucional que garantiza el acceso a los cargos públicos a base de idoneidad comprobada. En cumplimiento de lo dispuesto por la referida reforma al reglamento,  la Unidad de Recursos Humanos  invitó,  por correo electrónico, a los trabajadores de la Contraloría a participar en el proceso de selección 1-2006 para el "nombramiento de Gerentes de Área y Asistentes Técnicos  de la DFOE" estableciendo que el periodo para recibir postulaciones correría  entre el 19 de julio y el miércoles 26 de julio del año en curso y que, las condiciones del proceso de selección estarían disponibles en la intranet, sin embargo, en ella solo se encuentra la fórmula de postulación pero no existe  documento alguno que permita conocer cuáles son los criterios de selección, los rubros que se evaluarán, el porcentaje para cada uno de ellos, lo que  evidencia que  el Jefe de Recursos Humanos promueve un concurso que violenta el principio de seguridad jurídica y le otorga un amplísimo margen de discrecionalidad a las jerarcas de la Contraloría General de la República. SL
12017-06. DESIGUALDAD EN PAGO DE RIESGO POLICIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 85 de la Ley General de Policía. La norma se impugna, en cuento excluye del pago del incentivo por riesgo policial a los funcionarios de la Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales las frases “…de los ministerios de Gobernación y Policía, y de Seguridad Pública.” y “…de ese Ministerio” contenidas en el párrafo primero del artículo 90 de la Ley General de Policía. Asimismo, y por conexidad y consecuencia se anula la frase “para los ministerios de Gobernación y Policía, y de Seguridad Pública” contenida en el inciso e) del artículo 39 de la Ley General de Policía. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
11982-06. NOMBRAMIENTO. Alegan los recurrentes que durante muchos años han prestado sus servicios para la Caja Costarricense de Seguro Social en forma interina en el Hospital Blanco Cervantes, y hasta la fecha de interposición del recurso de amparo nunca se les ha dado un nombramiento en forma definitiva y permanente. Señalan que las autoridades de la Caja sin seguir un procedimiento concursal y de manera unilateral, nombraron a otras personas en plazas que les interesan. Se declara con lugar el recurso. Se anula la circular No. 33225-05 del 20 de septiembre del 2005 de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
11981-06. NO TRAMITAN DENUNCIA CONTRA SINDICATO. Alega la recurrente que presentó denuncia ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en que acusó practicas laborales desleales cometidas en su perjuicio por el Sindicato Unión Nacional de Trabajadores de Obras Públicas y Transportes (UNATROPYT). Que la Dirección Nacional de la Inspección General de Trabajo emitió resolución DNI-1136-2005 de las nueve horas y treinta minutos del doce de julio del dos mil cinco, en que se ordenó el archivo de su denuncia. Que ella interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio, después de apelarla y aceptar la misma, se volvió archivar su denuncia. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número DNI-59-2006 de las 08:00 horas del 27 de enero del 2006 de la Dirección Nacional e Inspección General de Trabajo. CL
11972-06. REBAJO DE SALARIOS SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que a funcionarios de JAPDEVA se les está obligando a reintegrar los dineros que supuestamente se pagaron más, sin seguirles ningún procedimiento administrativo. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica, que, de previo a aplicar las deducciones objeto de este recurso, se notifique a cada trabajador al que se le pretenda aplicar rebajos por pagos recibidos de más, de la intención de deducción, con especificación del monto total adeudado y el plazo por el cual se le aplicarán los rebajos. Los rebajos, además, no deben impedir al funcionario llenar la necesidades elementales propias y de su familia. En cuanto al principio de intangibilidad de los actos propios y el derecho de petición, se desestima el amparo. CL Parcial 
11734-06. TRASLADO. Alega el recurrente que la Junta de Relaciones Laborales de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, acordó trasladarle de la Sección Control y Desarrollo Social a otro departamento,  lo cual le fue comunicado de forma verbal, situación que, no obstante sus recursos, aun se mantiene, sin haber cumplido el acuerdo los componentes mínimos del debido proceso. Concluye esta Sala que si bien es cierto al accionante se le traslada, el mismo mantiene  intactos sus extremos laborales y salariales, por lo que se considera que en este caso, la Administración ha ejercido razonablemente la facultad de ius variandi que tiene como empleadora, motivada en la necesidad de dar una mejor utilización al recurso humano con que cuenta, sin que la reorganización ejecutada tenga las características de una "reestructuración, ni se violente de modo alguno los derechos fundamentales de la amparado. SL
11740-06. DESPIDO ORDENADO POR LA CONTRALORIA. Alega el recurrente que en el procedimiento administrativo llevado a cabo en su contra por la Contraloría General de la República y que culminó con su despido sin responsabilidad patronal del puesto de Subdirector de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Instituto de Desarrollo Agrario, se lesionó el debido proceso y el derecho de defensa por cuanto tanto la Contraloría como el Instituto de Desarrollo Agrario, ya habían conocido de previo el mismo caso y habían resuelto que no existía anomalía alguna en los hechos que se investigaron, con lo cual se ha vulnerado el principio del non bis in ídem. Esta Sala ha tenido sobradas oportunidades para examinar cuáles son los elementos básicos constitutivos del debido proceso constitucional en sede administrativa. Se cita la sentencia 15-90 y consta que al recurrente se le garantizó su derecho al debido proceso. En el fondo, lo que cuestiona el recurrente es que el Instituto de Desarrollo Agrario presentó una gestión de reconsideración ante la Contraloría en beneficio de los intereses del recurrente y ese órgano contralor, resolvió indicando que no era procedente volver a pronunciase sobre los extremos alegados en ese documento porque ya habían sido debidamente analizados en resoluciones anteriores y que lo procedente era mantener la recomendación vinculante de despido del recurrente sin responsabilidad patronal, aspecto que es de legalidad y deberá discutirlo en la vía administrativa correspondiente o en su defecto, en la instancia judicial competente. SL
11775-06. SANCION DISCIPLINARIA. Alega el recurrente que en el Colegio Universitario de Cartago se le abrieron cuatro procesos administrativos disciplinarios establecidos en su contra, siendo que durante el tiempo transcurrido entre la presentación de las respectivas denuncias y el acto de apertura, en ningún momento se le invitó a presentar sus alegatos, defensas y pruebas en relación a lo investigado. Finalmente fue sancionada sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los procedimientos administrativos números 06-0001-DA-CUC, 06-0002-DA-CUC y 06-0003-DA-CUC seguidos en contra de la recurrente, a partir de las resoluciones de traslados de cargos contenidos en los mismos. CL
11798-06. TRASLADO. Alega la recurrente alega que está siendo objeto de una reubicación ilegal por cuanto se encuentra nombrada en propiedad en el puesto de Profesional Jefe 1 y ocupa el cargo de Directora de la Contraloría Institucional de Servicios y la autoridad recurrida le comunica que a partir de esa fecha ocupara el cargo de SubDirectora de ese mismo ente. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. DDM-OFIC.1816-2006 del 4 de julio de 2006 mediante el cual se ordenó la reubicación de la funcionaria. Se le ordena al Oficial Mayor y al Director General de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. CL
11800-06. AMONESTACION ESCRITA. Alega la recurrente que se le ha lesionado el debido proceso, pues se le impuso una amonestación por escrito, sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la amonestación escrita impuesta a la accionante mediante oficio Ebrasa 129-2006 de fecha veintiséis de mayo del dos mil seis emitido por la Directora de la Escuela Brasil de Santa Ana. CL
11481-06. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se le notificó a la amparada  el inicio de un procedimiento con el fin de suspenderla  sin goce de salario, en virtud de habérsele encontrado presuntamente responsable por la  falta de acciones eficaces ante el vencimiento y posterior prescripción de dos letras de cambio suscritas por una empresa a favor de la Municipalidad recurrida.  Que el dieciocho de octubre del año pasado, planteó recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el acto final del procedimiento administrativo seguido en su contra. Aduce que dichos recursos fueron rechazados, sin que al efecto los recurridos fundamenten los motivos de tal proceder, pues únicamente se limitan a decir que las resoluciones se encuentran ajustada a derecho, con el agravante de que dos miembros del Concejo Municipal accionado eran a su vez integrantes del Órgano Director del Procedimiento, razón por la que no podían decidir sobre su caso.  Señala además, q ue se le imputaron una serie de irregularidades y faltas de carácter laboral, las cuales habían sido puestas en su conocimiento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se retrotrae el  procedimiento administrativo al momento en que se dio la alegada violación y se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Montes de Oro, que de manera inmediata resuelva y notifique el recurso de revocatoria interpuesto por la recurrente el 18 de octubre del 2005. CL
11529-06. PERSECUCIÓN LABORAL. Acusa la recurrente denuncia la persecución laboral de que ha sido objeto por parte del Ministro de Obras Públicas y Transporte y la Dirección General de Aviación Civil,  por considerar vulnerado su dignidad de trabajadora y sus derechos de defensa; esta persecución se ha concretado en un traslado  y dos suspensiones indefinidas, con goce de salario, la primera de las cuales fue anulada por el Tribunal de Servicio Civil. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la suspensión con goce de salario del cargo de Jefe de la Unidad de Asesoría Legal de la Dirección General de Aviación Civil dispuesta contra la amparada, y se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes y al Director General de Aviación Civil, el cese de todo acto de persecución laboral en contra de la amparada, así como su inmediata reinstalación en su cargo de Jefe de la Unidad de Asesoría Legal de la Dirección General de Aviación Civil, con todas las competencias, condiciones y recursos humanos y materiales de que gozaba antes de la interposición del presente amparo, para lo que han de tener en cuenta que la desestimatoria del amparo 05-3788-0007-CO, ni la de ningún amparo, produce cosa juzgada material. CL
11265-06. DOBLE SANCION POR UN MISMO HECHO. PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. Alega la recurrente que laboraba en el Instituto Nacional de las Mujeres y se le inició un procedimiento administrativo con base en una investigación preliminar, según la cual, un correo  electrónico recibido por otra persona, había sido enviado desde la cuenta electrónica  y el equipo de cómputo que utiliza la recurrente, por esa falta, se le impuso una amonestación escrita. Pese a  que ya había sido sancionada, se volvió abrir un procedimiento administrativo en su contra, con la finalidad de aplicar  una nueva sanción disciplinaria por los mismos hechos y se le despidió sin  responsabilidad patronal. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las nueve horas del veintitrés de junio del dos mil cinco y se restituye a la agraviada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. La Magistrada Calzada pone nota. CL
DERECHO PENAL
12669-06. PRORROGA DE PRISION PREVENTIVA. PLAZO PRECLUIDO CON SENTENCIA NO FIRME.  Alega el recurrente que el Tribunal de Casación Penal es incompetente para el dictado de la prórroga de la prisión preventiva en su caso, pues los plazos ya estaban vencidos. Consta que el caso concreto fue de Tramitación Compleja y, de conformidad con los artículos 257, 258, 376 y 378 del Código Procesal Penal, una vez vencidos los plazos de la prisión preventiva, el órgano competente para conocer la prórroga es el Tribunal de Casación Penal, lo que efectivamente se dio y se fundamentó adecuadamente. SL
12244-06. SE OBLIGA A CCSS ABRIR PROGRAMA PARA OFENSORES SEXUALES JUVENILES. DECLARACION EN SUSPENSION DEL PROCESO A PRUEBA EN MATERIA PENAL JUVENIL. Alega el recurrente que las autoridades del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y la Clínica del Adolescente del Hospital Nacional de Niños, lesionan sus derechos, al exigir como requisito aquellos menores que se someten a una suspensión del proceso a prueba, de reconocer los hechos que se les imputa si desean ingresar al programa de ofensores sexuales juveniles que tienen los órganos accionados. Acusa, asimismo, que el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial de modo indebido cerró el programa que había implementado para la atención de este tipo de población, sin mayor sustentación y tampoco la Caja Costarricense de Seguro Social, brinda un programa de ofensores sexuales juveniles a aquellos adolescentes que sean remitidos por el Poder Judicial.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto se dirige contra la negativa de las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social de implementar el programa de ofensores sexuales juveniles respecto de los menores que son remitidos por el Poder Judicial, esto último por la violación del derecho protegido en el artículo 33 constitucional. Se anula el contenido de la nota N° DJ-6105-05 de 10 de noviembre de 2005, suscrita por el Consejo Asesor de la Dirección Jurídica de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y también declara con lugar el amparo en cuanto se dirige contra el cierre del programa de ofensores sexuales juveniles, por parte del Departamento de Trabajo y Psicología del Poder Judicial. CL Parcial
12229-06. PRÓRROGA MEDIDAS CAUTELARES Y VIOLACION AL PRINCIPIO DE IGUALDAD. Alega el recurrente que se prorrogaron las medidas cautelares dictadas en su contra y además, carecen de fundamentación. Asimismo, el recurrente alega que las medidas impuestas lesionan el principio de igualdad, pues a otros imputados del mismo proceso penal no se les ha dictado medidas cautelares. La Sala ha indicado que en una medida cautelar distinta a la prisión preventiva, también deben cumplirse los presupuestos para el dictado de ésta, se cita la sentencia 2221-99, en este caso consta que la medida está debidamente fundamentada. Asimismo se señala que  la responsabilidad de cada imputado en un proceso penal es independiente e individual respecto de los demás co-encartados que existieran, lo que justifica que se dicten determinadas medidas cautelares que no sean iguales para todos los implicados de una misma causa. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Vargas salvan el voto y declaran parcialmente con lugar el recurso en cuanto a la medida de presentarse a firmar cada quince días al Despacho recurrido. SL
12232-06. ROBO DE IDENTIDAD. Señala el recurrente que en su caso se está violentando su libertad e integridad personales, por cuanto en su hoja de delincuencia aparece una condena por un delito que no cometió, configurando ello un grave error de identidad que le ocasionó la pérdida de su trabajo. Sobre el tema se citan las sentencias 4812-06 y 5968-06. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Registro Judicial cumplir inmediatamente con la resolución del Tribunal Penal recurrido de las 8:00 horas del 27 de julio del 2006 en el sentido de registrar correctamente la condena y cancelar la que equivocadamente se inscribió al recurrente. CL
12390-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que en el despacho recurrido se le impuso prisión preventiva al amparado por el plazo de tres meses que vencen el once de octubre del dos mil seis. Que la resolución que fijó la prisión preventiva fue impugnada y confirmada por el Tribunal, con argumentos que no se apegan a la legalidad. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 14:05 horas del 11 de julio de 2006 del Juzgado Penal de Heredia y la número 361-06 de las 15:10 horas del 26 de julio de 2006 del Tribunal Penal de Juicio de Heredia. Se ordena poner al amparado en libertad, de inmediato, si otra causa no lo impide. CL 
12183-06. PRISION PREVENTIVA. Alega la recurrente que en el proceso penal que se tramita ante la Fiscalía recurrida en contra del amparado, se le imputa el delito de Homicidio Calificado, Homicidio Simple y Tentativa de robo agravado y se dispuso la prisión preventiva en contra del amparado por el término de seis meses que vencían el 30 de julio del 2006, por lo que en fecha de interposición del presente recurso 03 de agosto del 2006, el amparado seguía ilegalmente detenido. Cuando el Juzgado Penal del I Circuito de San José que ordena la libertad del amparado, la fiscalía solicita nuevamente la medida cautelar de prisión preventiva por el alto grado de probabilidad de su participación en los delitos mencionados y además hace la solicitud de acusación con auto de apertura a juicio. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la Fiscalía General de la República. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. CL
12163-06. DETENCION POR SENTENCIA FIRME. Señala la recurrente que el amparado fue detenido en virtud de una orden de captura emitida por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en virtud de haberse resuelto el recurso de casación que se planteó; sin embargo, a la fecha no se les ha notificado resolución alguna en ese sentido. Es claro que en este caso el amparado se encuentra privado de libertad en virtud de una sentencia condenatoria firme y el hecho de que la sentencia de casación aún no hubiera sido notificada a los defensores del amparado al momento de la detención no vulnera su derecho a la libertad. SL
11840-06. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS. Alega el recurrente que le fue denegada la salida del país, por aparecer su nombre registrado en Migración con un impedimento, en que no se consigna el número de cédula de la persona involucrada, originado en un juicio en el cual no tuvo participación alguna;  solicita que se ordene levantar de inmediato la restricción que pesa en relación con su nombre. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena el levantamiento del impedimento de salida del país existente contra el amparado y que fuera impuesto por el Juzgado Primero de Instrucción de Puntarenas dentro de la causa penal número 479-A-81, por lo que se le restituye en el pleno goce de su libertad de tránsito si otra causa no lo impide. Tome nota la Dirección General de Migración y Extranjería para lo de su cargo. CL
12004-06. DETENCION POR MAS DE 24 HORAS PARA RENDIR DECLARACION INDAGATORIA. Señala el recurrente que la detención de su defendido es ilegítima, por cuanto cuando se presentó con el acusado a rendir la declaración indagatoria, la diligencia se prolongó más de las veinticuatro horas, pues no se ajustó a la hora y fecha indicadas por el acusado y su defensor. Estima la Sala que al ser la detención del amparado ordenada con anterioridad,  no tiene obligación el Despacho recurrido de ajustarse a los requerimientos del imputado o de su defensor en cuanto a la hora y fecha en que se le deba recibir declaración, además, fue por razones atribuibles a la defensa del amparado y a él mismo, que la detención se prolongó un poco más allá de las veinticuatro horas. SL

11404-06. DETENCIÓN POR REBELDÍA. Alega el recurrente que fue detenido sin que se haya dictado ninguna resolución que decrete la medida cautelar de prisión preventiva en su contra, lo cual pone al amparado en un estado de indefensión al desconocer su situación jurídica. Consta que el Tribunal recurrido con base en lo establecido en el artículo 89 del Código Procesal Penal, y dado que no se localizó al imputado en la dirección que dio cuando se indagó, decretó la rebeldía del acusado y ordenó su prisión preventiva por el término de un mes, a partir del momento en que fuera detenido, fundamentándolo en lo dispuesto en el ordinal 329 del Código Procesal Penal, con el fin de asegurar la realización de la audiencia, y siendo que la prisión se ordenó también al tenor de lo dispuesto en el artículo 239 del Código Procesal Penal, por lo que no es cierto que se ha producido la indefensión del amparado. SL
11402-06. ELEVACION A JUICIO. RENUNCIA DE DEFENSOR. Alega el recurrente que el Juez recurrido tuvo conocimiento de que su defensora había renunciado y aún así, dictó resolución mediante la cual ordenó elevar su causa a juicio, sin que tuviera manera de defenderse. Además aduce que  la resolución le fue notificada antes de que se le nombrara un nuevo defensor. Según consta en el expediente no es cierto que estuviera indefenso al momento en que el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial dictara el auto de elevación a juicio, ya que ese mismo día se realizó la audiencia preliminar en la que estuvo presente el recurrente con su defensora particular y ambos tuvieron conocimiento de que el asunto iba a ser elevado a juicio, aparte de que en este momento está por seleccionarse un defensor público para su caso. SL
11400-06. NOTIFICACION DE PRORROGA DE PRISION PREVENTIVA.  Alega la recurrente que a pesar que la prisión preventiva decretada contra su defendido venció, al momento de presentación del recurso no se había dictado prórroga alguna de dicha medida, con lo cual estima que se encuentra detenido en forma ilegítima. Se tiene por probado que el Juzgado recurrido prorrogó la prisión preventiva impuesta contra el amparado, pero no fue notificada a la recurrente quien se había apersonado como defensora, sino que fue notificada a la defensora pública que no fungía como representante del amparado, motivo por el cual el recurso debe acogerse. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. Proceda el Juzgado Penal de San Carlos a notificar en el plazo de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de esta sentencia, la resolución que prorrogó la prisión preventiva del amparado a su actual defensora, quien se encuentra apersonada en el proceso, para que ésta tenga la posibilidad de impugnar y ejercer la defensa técnica. CL
11407-06. PLAZO DE MEDIDA CAUTELAR. Alega la recurrente que al amparado se le impuso la medida cautelar de presentarse a firmar al despacho cada quince días que por un término de seis meses, lo cual considerarla irrazonable y excesiva al superar el año establecido en el artículo 257 del Código Procesal Penal. Sobre el plazo de las medidas cautelares se cita la sentencia 11238-05. Asimismo, se indica que si las partes consideran que el plazo de la investigación se ha prolongado indebidamente, debieron alegarlo ante el Tribunal recurrido. SL

11401-06. REBELDÍA. Acusa el accionante que se encuentra detenido ilegítimamente por parte de las autoridades judiciales, por no presentarse a una audiencia, la cuál no le fue comunicada. Señala que en el momento de la detención la policía judicial ingresó a su casa de habitación sin una orden de allanamiento.  Según queda demostrado, no se localizó al recurrente para notificarle la fecha del debate, por lo que fue ordenada su captura y remisión al centro penal correspondiente. Asimismo, consta que al momento de la detención salió de la vivienda por su propia voluntad. SL  

11495-06. PRISIÓN PREVENTIVA DICTADA DESPUES DEL DEBATE. Señala el recurrente que fue condenado por el Tribunal de Juicio de Heredia a descontar 6 años de prisión y en el mismo acto se ordenó también una medida de prisión preventiva, a pesar de que no concurrían los presupuestos indispensables para imponerla. Existe abundante jurisprudencia que ha establecido que el mero dictado de la sentencia en una causa penal puede tomarse como causa suficiente para dictar —o prorrogar— la prisión preventiva del imputado durante seis meses. Se cita la sentencia 2130-99. RF 

11333-06. DETENCIÓN. Alega el recurrente que fue detenido por funcionarios del Policía Municipal de San José, quienes le obligaron a identificarse. Se tiene por demostrado que los oficiales recurridos, le solicitaron al recurrente su identificación ya que se encontraba con un grupo de presuntos consumidores de droga de la zona en calle 8, se rehusó a identificarse e inició un disturbio y una agresión verbal contra dichos Oficiales, por lo que, sin ser requisado, fue trasladado a la respectiva Delegación Policial a fin de confeccionarle la documentación correspondiente y su plena identificación únicamente. La Sala en reiteradas ocasiones ha dicho, que las autoridades administrativas bien pueden conducir a una persona a la Detención General con el fin de establecer su identidad, verificar si existe orden de captura en su contra, formular, en su caso, el parte respectivo, o comprobar su situación migratoria.  Y en tanto dicha detención no se prolongue más allá del tiempo estrictamente necesaria para cumplir la diligencia -lo que no sucedió en este caso. SL
11336-06. DETENCIÓN DE MENORES DE EDAD. Alega el recurrente que menores de edad fueron detenidos por oficiales del OIJ, “mediante engaños” los obligaron a trasladarse a la Fiscalía recurrida, no les permitieron a los jóvenes hacerse acompañar de una persona mayor de edad, ni recibir asistencia por parte de un abogado. Según quedó demostrado, la aprehensión de los amparados se hizo con fundamento en una orden emanada de la Fiscalía Penal Juvenil dentro del proceso penal que ahí se tramita contra los menores, quienes permanecieron privados de libertad a la orden del Fiscal por un lapso menor a las veinticuatro horas que establece el artículo 37 constitucional y atendiendo a razones debidamente justificadas. SL  

11251-06. PRISION PREVENTIVA. Acusa el recurrente que a pesar de que los resultados de las diligencias de reconocimiento fueron negativos, el órgano jurisdiccional recurrido, les impuso una medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de tres meses que venció y le fue prorrogada sin suficientes medios probatorios que demuestren la necesidad procesal de mantenerlos privados de su libertad. Estima la Sala que la medida cautelar que se impugna está suficientemente fundamentada, la decisión de la Juzgadora reúne los requisitos constitucionales y legales que autorizan la adopción de la medida en cuestión. SL
DERECHO TRIBUTARIO
12314-06. PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO. Alega el recurrente que se violó su derecho al debido proceso en procedimiento tributario, porque solicitó evacuar una prueba aportada previo a la vista señalada, sin embargo, el Tribunal Fiscal Administrativo no se pronunció y mantuvo señalada la vista,  que celebró sin la presencia de su defensor quien justificó de forma anticipada su incomparecencia, luego de lo cual dictó resolución final. Consta que el recurso de apelación, fue resuelto debidamente resuelto, en cuanto a la prueba señala que tal y como lo ha sostenido la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia: “… No existe falta del vicio de indefensión ni tampoco la falta de evacuación de la prueba idónea, si se trata de una prueba para mejor proveer. Aún cuando se hubiere considerado la posibilidad de evacuación, ello queda a criterio del Juez, quien podrá prescindir de ella sin necesidad de dictar resolución alguna. Sencillamente al no ordenarla se entiende rechazada…”  (Sala Primera, Corte Suprema de Justicia, Sentencias número 523 de las 14:20 horas del 4 de marzo de 1992 y 83 de las 14:40 horas del 22 de diciembre de 1993). Los demás aspectos impugnados son de legalidad. SL
12016-06. IMPUESTO POR CADA SEMOVIENTE SACRIFICADO.  Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley número 7837 “Creación de la Corporación Ganadera”. Se establece un tributo por cada semoviente sacrificado para el consumo interno, la exportación y las exportaciones de ganado bovino en pie, de hasta de dos dólares de Estados Unidos, o su equivalente en moneda nacional. Alega la accionante que algunos de los requisitos dispuestos en el artículo 7° de la Ley N° 7837 son inconstitucionales, porque la norma utiliza la medida de masa en libras, en tanto en nuestro país la medida oficial básica de masa es el kilogramo. Por otra parte, el indicador económico comercial (CIF) que cita la Ley, está escrito en un idioma que no es español (idioma oficial de nuestro país), el cual no está en la obligación de conocer. El accionante no fundamenta las razones por las cuales estima que tales disposiciones son inconstitucionales. Acusa también que en 4247-98, la Sala Constitucional determinó que el artículo 7 impugnado establecía un impuesto –no una contribución parafiscal-, el cual no es remitido a la Tesorería Nacional ni es reportado a las autoridades del Ministerio de Hacienda, por lo que dichas sumas de dinero no son incluidas en el presupuesto nacional, lo que hace inconstitucional su cobro. No obstante recientemente la Sala Constitucional cambió el criterio vertido en aquella oportunidad, en la sentencia 2006-4866, donde se replanteó la naturaleza jurídica de la contribución establecida en el artículo 7° de la Ley N° 7837 y concluyó que, la contribución establecida en dicho artículo es de naturaleza parafiscal y no de tributo. RF
11262-06. NO ENTREGAN DINERO A MUNICIPALIDADES DEL IMPUESTO AL CEMENTO. Alega el recurrente que el Banco Central de Costa Rica se niegue a girarle a la Municipalidad de Tarrazú el dinero producto de la recolección del impuesto del cemento, debido a que se requiere un acuerdo previo de distribución del mismo de las Municipalidades de San José y Guanacaste. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto recurrido, que coordine con las Municipalidades de la provincia de San José, a fin de que presenten ante el Banco Central de Costa Rica el acuerdo sobre el giro de las sumas que se estima le corresponden a cada una de ellas por concepto del gravamen sobre el precio del cemento, dentro del plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta resolución. Respecto al Banco Central de Costa Rica se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Vargas salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

12162-06. DEPORTACIÓN DE EXTRANJERO CASADO CON COSTARRICENSE. Alega el recurrente que su defendido es de nacionalidad colombiana y que  ha sido privado de libertad y que será deportado, pese  a ser casado con costarricense desde el 06 de junio del presente año. Según consta en el expediente el amparado ingresó al país de manera irregular, sobre el alegato de que se encuentra casado con una costarricense, ésta Sala ha indicado que sólo ese requisito no es suficiente para legalizar la permanencia del amparado en el país. Se cita la sentencia 1243-06, que es un caso similar al planteado. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL 

11411-06. NIEGAN INGRESO AL PAIS A EXTRANJERO. Alega el recurrente, quien es de Kazajstán, que las autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería le niegan su ingreso al territorio nacional, pese a que desde el 14 de junio de 2006 se planteó una gestión con el fin de obtener la visa correspondiente. Señala además, que se brinda un trato degradante contrario a su dignidad en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría. Considera la Sala que la negativa de ingreso del amparado al territorio costarricense, no se encuentra motivada, pues consta que solicitó visa y que no fue contestada su gestión, por lo que no consta que pretendiera llegar al país sin contar con esa autorización. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, que resuelva y notifique, inmediatamente, la gestión formulada por el amparado. Los Magistrados Armijo Sancho y Rodríguez Arroyo coinciden con el voto de mayoría pero ordenan la inmediata libertad del tutelado.  CL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

12396-06. SISTEMA DE ELECCION DE DIPUTADOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 138 del Código Electoral, Ley número 1536 del 10-12-52. Alegan los recurrentes que con la normativa impugnada se hace nugatorio el derecho a elegir y ser electo que establece la Constitución Política, además se violenta el derecho a las minorías en el marco democrático, por cuanto se dispone por ley un desconocimiento de una importante intención de voto ciudadano, que aunque no sea mayoritario, queda desplazado, dado que el sistema vigente, de manera injusta, niega participación a quien no haya obtenido curules a razón de darle de nuevo participación a quienes si ya obtuvieron por medio de cociente.   La norma consagra al subcociente (mitad más uno de los votos correspondientes)  como barrera que debe superar cada partido que quiera tener derecho a participar de la distribución de escaños legislativos por residuo, lo que produce que los partidos que ya obtuvieron diputados por cociente "vuelvan a hacer fila" y se lleven las curules que podrían ser ocupadas por partidos minoritarios, los que en la mayoría alcanzan votación superior al residuo, obteniendo un diputado más aun teniendo menos votos que el partido minoritario. Este tema fue analizado por la Sala en las sentencias 7383-97 y 1234-98. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. RF
11380-06. PARTICIPACIÓN POLÍTICA. Alega el recurrente que pertenece al Partido Acción Ciudadana y que el Comité Ejecutivo Cantonal no le permitió participar en la Asamblea Cantonal del partido como precandidato al cargo de Alcalde de Matina. Se cita la sentencia 11650-01 y se reitera el criterio en el sentido de que corresponde al Tribunal Supremo de Elecciones y no a la Sala, dilucidar los conflictos que en general se susciten en  materia electoral y, en particular, la resolución de las denuncias por violación a derechos fundamentales. RP
FAMILIA
12019-06. EXCLUSION DE LA PATRIA POTESTAD POR ACUDIR A PROCEDIMIENTO DE FILIACION. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 156 del Código de Familia. La norma excluye a uno de los progenitores del ejercicio de la patria potestad, en razón de acudir a un procedimiento judicial de filiación por tener una duda razonable sobre la paternidad que se le atribuye. La autoridad parental impone no solo derechos sino además deberes y obligaciones. Sin embargo, según las circunstancias, previo a la imposición de un deber, debe otorgársele a la persona el derecho constitucional y humano al debido proceso de ley, audiencia y defensa. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 156 del Código de Familia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
11415-06. MEDIDAS TOMADAS POR EL PANI SOBRE MENORES. Alegan los recurrentes, quienes son extranjeros, que el PANI les quitó a sus hijos y que se han visto perjudicados porque en el procedimiento administrativo no han contado con un traductor. Aseguran que pretenden en forma arbitraria apartar a los menores de ellos, sin justificación alguna.  SL
INTIMIDAD

11257-06. ANTECEDENTES CREDITICIOS. Alega el recurrente que al aparecer como moroso ante la empresa recurrida considera violado su derecho a la autodeterminación informativa por cuanto, solicitó a esa empresa su exclusión de la base de datos, pues la información que tenía estaba equivocada, o bien se le informaran las razones para no hacerlo, gestión que no le fue respondida. Se declara con lugar el recurso. Se previene a los representantes de la Empresa Teletec S.A. no incurrir en la omisión que dio mérito para acoger el presente recurso, debiendo dar respuesta a las solicitudes de rectificación o eliminación de información de sus bases de datos.  CL
LIBERTAD DE PRENSA
12404-06. PUBLICACION DE LISTA DE EMPRESAS SANCIONADAS POR EL MEIC. RECTIFICACION Y RESPUESTA.  Alega la empresa recurrente que el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, difundió a diferentes medios de comunicación  información que detallaba una lista de las empresas que durante el dos mil seis habían sido más sancionadas por la Comisión Nacional del Consumidor y se anunció que se encontraba en la página de Internet de la institución la lista de las empresas más sancionadas durante el año 2005. Señala que no se indicaba el tipo de sanción ni tampoco si las empresas sancionadas acataron lo ordenado en la respectiva sanción. Afirma que la información difundida es inexacta e incompleta, que atenta directamente contra los intereses de la empresa recurrente, pues no se aclara que fue sancionada por una única vez. Señala que en ejercicio del derecho de respuesta y rectificación, dentro del plazo de tres días establecido en la ley presentó la respectiva solicitud a cada uno de los recurridos para que se completara la información, sin que a la fecha se le hubiere contestado absolutamente nada y mucho menos se hubiere difundido la corrección propuesta, cuyo texto incluyo en el documento referido a los medios. Además, afirma que envió un oficio a la Directora de la Comisión Nacional del Consumidor y otro al Ministro de Economía, Industria y Comercio, solicitando que se completara la información difundida en el sentido que la empresa que representa, tiene una única sanción, sin que a la fecha haya tenido ninguna respuesta.  SL
MINORIAS
12723-06. NIEGAN SERVICIO DE TAXI A NO VIDENTE. Alega el recurrente que fue discriminado por ser una persona no vidente, pues se le impidió el acceso a los servicios de transporte público –modalidad taxi- por tener que viajar con su perro guía. Se declara con lugar el recurso. Se previene al recurrido que no deberá incurrir en los actos que dieron mérito para acoger este recurso, pues de lo contrario cometería el delito previsto y penado en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin perjuicio de las responsabilidades en que ya hubiere incurrido. Se le condena al pago de las costas, daños y perjuicios. Remítase atento oficio a la Directora del Patronato Nacional de Ciegos, para que se sirva transcribir al sistema de escritura Braille la presente sentencia y así se le notifique al recurrente. CL
12236-06. ETIQUETADO EN MEDICINAS. Alega el recurrente que la gran mayoría de medicamentos que se distribuyen en el país no tienen el debido etiquetado en braille, lo que convierte en los mismos en un inminente peligro para las personas con discapacidad visual, por cuanto no todas las personas no videntes tienen a su alcance quien les lea el etiquetado. SL
11962-06. NIEGAN DERECHO DE PENSION A PAREJA HOMOSEXUAL. Alega el recurrente que solicitó a la CCSS que se le concediera pensión por muerte de su compañero sentimental a quien atendió hasta su muerte, pero su gestión le fue denegada. Señala que la institución aduce que no se configura la unión de hecho, al tratarse de una pareja homosexual, con lo que no está de acuerdo, pues considera que tiene derecho a que se le reconozca el beneficio de pensión,  aún sin existir relación matrimonial o unión de hecho. Consta que el recurrente solicita la pensión que pretende mediante una declaración jurada, lo que legalmente no procede. Además, tampoco se cumplen los supuestos establecidos en el Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. SL
11756-06. PROBLEMAS PARA INGRESO A CONDOMINIO DE PERSONA DISCAPACITADA. Alega el recurrente que es propietario de la finca filial 11 C en el Condominio Hacienda Belén, ubicado en el Distrito Segundo La Rivera, Cantón Sétimo Belén de la Provincia de Heredia. Indica que el menor amparado, su hijo, sufre de discapacidad.  Acusa que dicho condominio incumple las obligaciones establecidas en la Ley #7600, de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad, y pone en peligro la salud de las personas con alguna discapacidad motora, situación que constituye una discriminación hacia ese sector de la población, en particular, en contra de su hijo y la Municipalidad no fiscalizó adecuadamente la construcción del condominio dicho. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
11515-06. DISCRIMINACION POR PROBLEMAS DE ENANISMO. Alega el recurrente que se encuentra recluido en el Centro de Atención Institucional de San Rafael. Que mide 1.15 metros de estatura y por tal condición se le discrimina. Que  su estatura le dificulta el lavado de ropa, ya que la pila es muy alta. Que igual problema tiene con respecto a los lavatorios. Que tiene que pagar para que le laven la ropa. Que los apagadores de luz también están muy altos. Que su estatura  motiva que no se le tome en cuenta para el área laboral, pese que su estatura le permite realizar varios trabajos. No se demostró que el amparado haya manifestado su disconformidad con las condiciones físicas de los centros. Asimismo, no consta que se le haya discriminado por su condición, pues ha estado desarrollando actividades labores durante su reclusión. SL
11534-06. ACCESO PARA DISCAPACITADOS A BPDC EN GOLFITO. Alega el recurrente que los usuarios y de los empleados de la oficina del  Banco Popular y de Desarrollo Comunal en el Depósito Libre de Golfito, no cuentan con condiciones sanitarias de los servicios mínimos de operación, así como de acceso para discapacitados en esa oficina. Se declara con lugar el recurso, únicamente en contra del Banco Popular y de Desarrollo Comunal y, en consecuencia, se ordena al Gerente de Servicios Financieros del Sur del Banco Popular y de Desarrollo Comunal y al Presidente de la Junta Directiva Nacional del Banco Popular, que dentro del término improrrogable de tres meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, subsanen las deficiencias sanitarias señaladas por el Ministerio de Salud en el informe ARSG-GO-099-2006, cuya copia se acompañará a la notificación. CL
11264-06. TITULACIÓN TERRITORIO DE PUEBLOS INDÍGENAS. Alega el recurrente que mediante Decreto Ejecutivo número 59004-G del 10-04-1996, se creó la Reserva Indígena de Chirripó, Estrella, Guatuso, Guaymí y Talamanca. Indica que la Ley número 6172 y el Decreto Ejecutivo número 59004-G,  ordenan a la Dirección General de Catastro inscribir los Territorios Indígenas mencionados y además le impone al IDA esta obligación. No obstante, treinta años  después de ordenado por Ley, el IDA no la elabora los planos pertinentes, ni ha cedido a las comunidades indígenas, la titularidad registral ante la Dirección General del Catastro e inscribir el territorio indígena Maléku de Guatuso a nombre de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Maléku y la comunidad indígena Maléku de Guatuso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario iniciar de inmediato los trámites necesarios para realizar los levantamientos topográficos necesarios para traspasar (registralmente) a la comunidad indígena Maleku, los terrenos pertenecientes a la reserva Maleku. Dichos planos deberán estar concluidos a más tardar seis meses después de la notificación de esta sentencia. CL 

NOTARIADO

12615-06. INABILITACION  NOTARIADO. DOBLE INSTANCIA EN VIA ADMINISTRATIVA. Alega el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado, declaró su inhabilitación como Notario Público, en forma injustificada y sin fundamento alguno. Señala también que le fue denegada la apelación que interpuso contra esa decisión. Consta en este caso que las resoluciones dictadas por la Dirección Nacional de Notariado en el procedimiento de inhabilitación instaurado contra el actor gozan de la sustentación debida. Sobre la negativa de la recurrida de conocer el recurso de apelación, también se debe denegar el recurso, pues la Sala ha considerado que a la doble instancia en sede administrativa o no existe, teniendo en consideración que el particular afectado cuenta con la posibilidad de cuestionar la validez del acto lesivo ante la Jurisdicción ordinaria. Sobre el tema se cita la sentencia 13585-03. SL
12578-06. INHABILITACIÓN DE NOTARIO. Señala el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado de modo arbitrario instauró un proceso de inhabilitación en su contra, pese a que con anterioridad la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia había revocado el criterio vertido por la autoridad accionada, en cuya virtud se había denegado la autorización para el ejercicio de la actividad notarial. Sobre el caso aquí planteado la Sala resolvió un asunto similar, en la sentencia 9036-06. Consta que el accionante desempeña un puesto en propiedad en el ICE. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
12070-06. NIEGAN EJERCICIO NOTARIADO A FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado decretó su inhabilitación aun cuando en la institución donde trabaja no se prohíbe el ejercicio externo del notariado y no recibe prohibición ni dedicación exclusiva. Existen dos tipos de situaciones en los notarios: a) Los primeros, se encuentran bajo el régimen de empleo público o notarios de planta, aquellos contratados para prestar sus servicios notariales, a cambio del pago de un salario, quienes gozan de dedicación exclusiva o prohibición, y tiene prohibido el ejercicio privado del notariado y el cobro de honorarios al Estado por la prestación dicho servicio (artículo 7 inciso b) y artículo 8 segundo párrafo del Código Notarial y artículo 67 de la Ley de Contratación Administrativa). b) En un segundo tipo se encuentran los notarios públicos que tienen un cargo público y ejercen de forma privada,  si cumplen con los requisitos señalados en el artículo 4 inciso f) y artículo 5 inciso d) del Código Notarial, que son: estar contratado a plazo fijo, no estar sujeto al régimen de Servicio Civil, no recibir compensación económica por prohibición o dedicación exclusiva y no tener superposición horaria, requisitos que no cumple. En este caso, consta que el recurrente no cumple los requisitos. Se cita la sentencia 9037-06. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y ordena dar curso al amparo. RF
11732-06. EJERCICIO DEL NOTARIADO Y FUNCIÓN PÚBLICA. Alega la recurrente acusa que  en razón de una interpretación errónea e inadecuada, la Directora Nacional de Notariado establece un ámbito de acción extremadamente reducido que minimiza la figura del notario institucional al punto que la hace inoperante, pues considera que el notario institucional está limitado a realizar actos notariales exclusivamente cuando la institución en que labora  es parte, dejando por fuera, cuando se trata de escrituras públicas correspondientes a la formalización de créditos bancario, donde se da la compra de bienes inmuebles y el otorgamiento de hipotecas, así como cancelaciones de estas.  Las atribuciones de los notarios públicos no están señaladas en la Constitución Política, ni en Tratado Internacional alguno, sino que son precisadas en el ordenamiento infraconstitucional y forman parte del bloque de la legalidad. Se cita la sentencia 5760-04. SL 

PODER EJECUTIVO
12018-06. NORMA ATIPICA. DONACION DE TERRENO. Acción de Inconstitucionalidad contra de la norma sexagésimo tercera de la Ley número 6305 del cinco de setiembre de mil novecientos ochenta y cinco, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, Fiscal y por programas para el ejercicio fiscal del año mil novecientos setenta y nueve, publicada en el alcance 135 a La Gaceta número 246 del veintisiete de diciembre de mil novecientos setenta y ocho. La norma se impugna en cuanto autoriza al Poder Ejecutivo para que traspase a la Unión Nacional de Cooperativas, la finca sin inscribir que es el mercado de verduras y legumbres, abarrotes y mercancías en general que administra UNACOOP para beneficio de las cooperativas que la forman; lo cual no es posible establecer mediante una norma de carácter presupuestario. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula la norma sexagésimo tercera de la Ley número 6305 del cinco de setiembre de mil novecientos ochenta y cinco, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, Fiscal y por programas para el ejercicio fiscal del año mil novecientos setenta y nueve, publicada en el alcance 135 a La Gaceta número 246 del veintisiete de diciembre de mil novecientos setenta y ocho. Esta sentencia tiene efectos declarativos a partir de esta fecha, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
PRIVADOS DE LIBERTAD
12649-06. ATENCIÓN MÉDICA Y VISITA. Señala el recurrente que no se le ha brindado la atención médica requerida y ordenada por la Sala Constitucional mediante sentencia 1506-06. Asimismo indica que de forma arbitraria se le suspendió la visita de su esposa y su hijo al Centro Penal, y en ese sentido no se dio el debido proceso. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada violación al derecho de salud del amparado. En consecuencia se ordena al Director Médico de la Clínica y al Director del Ámbito de Convivencia E, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, proveer lo necesario que este dentro del marco de sus competencias, para que en el plazo de ocho días contados a partir de la notificación de esta sentencia, se valore médicamente al actor sobre el problema de salud que éste presenta, con el fin de concluir si ello evidencia algún problema que deba tratarse médicamente. De ser así, deberá también ordenarse lo pertinente para que a la mayor brevedad posible, reciba el correspondiente tratamiento. CL Parcial
12791-06. UBICACIÓN PENITENCIARIA DE INDICIADAS. Alegan las recurrentes, privadas de libertad indiciadas en el Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, que serán trasladadas a un ámbito de convivencia junto con otras privadas de libertad sentenciadas. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora del Centro de Atención Institucional El Buen Pastor que deje sin efecto el traslado de las amparadas al módulo 2 de ese Centro; si el traslado es necesario, debe hacerse a un espacio destinado únicamente a personas indiciadas.CL
11762-06. CONDICIONES DE PRIVADOS DE LIBERTAD EN SAN SEBASTIAN. Alega los recurrentes que son víctimas de un trato inhumano, contrario a su dignidad como personas, ya que en el Centro de Atención Institucional de San José se les hace dormir en el suelo, y se encuentran en condiciones de hacinamiento, pues en la celda hay más reclusos que la capacidad que tiene y en momentos ha sido sobre poblado hasta en un 34% más. Adicionalmente alegan que cuentan sólo con un servicio sanitario, lo que es totalmente insuficiente para la población penal, y aún cuando desde diciembre del 2005 con sus propios recursos compraron un servicio sanitario, a la fecha no ha sido instalado. Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 40 de la Constitución Política. Se le ordena al Director del Centro de Atención Institucional de San José, que de forma inmediata disminuya la sobrepoblación que se mantiene en el Ámbito A-4 de ese centro penal, hasta llegar a su capacidad real. Asimismo, deberá adecuar los servicios sanitarios de dicho Ámbito, en relación con la cantidad privados de libertad que ahí se ubiquen. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11324-06. CITA MÉDICA. Alega el recurrente que tenía una cita programada con un especialista en otorrinolaringología para el mes de abril de dos mil seis, pero el siete de marzo de dos mil seis fue trasladado al Centro de Atención Institucional    San Rafael,  motivo por el cual no se coordinó el trasladado para atender dicha cita médica, aún cuando insistió en gestionarla. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho a la salud del amparado, sin especial orden en virtud de lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se advierte al Director del Centro de Atención Institucional San Rafael y al Director de la Clínica del Centro de Atención Institucional La Reforma, que no deberán incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger el presente recurso de amparo. CL
SERVICIOS PUBLICOS
12117-06. SUSPENSIÓN SERVICIO TELEFÓNICO. MEDIDA CAUTELAR. Alega el recurrente que a pesar que se encuentra al día en el pago de las líneas telefónicas registradas a su nombre el ICE, sin previo aviso y sin respetar del debido proceso suspendió el servicio en forma intempestiva, lo cual considera ilegítimo pues le causa irreparables daños y perjuicios, además que el órgano competente es la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Se declara sin lugar con base en el voto 2459-03, el cual señala que esa medida, de carácter cautelar, - que pretende  evitar daños irreparables al erario público- es temporal, por ende, llamada a desaparecer, una vez definida la situación que la motiva.  La adopción de medidas cautelares, dentro de un procedimiento administrativo como el que ha iniciado la institución accionada,  han sido admitidas por la Sala, en recursos diversos recursos de amparo presentados con anterioridad. En este caso, se pretende determinar el supuesto incumplimiento contractual al realizar el mecanismo conocido como “by pass” con las líneas telefónicas inscritas a nombre del accionante. SL
11979-06. SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA. Alega el recurrente que los 104 niños todos menores de 7 años que asisten al CEN CINAI de Pérez Zeledón, están siendo afectados por la suspensión del servicio de agua potable y hasta la fecha de interposición del recurso de amparo, el mismo no había sido restablecido. CL
11983-06. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Alega el recurrente que solicitó a la Municipalidad de Alajuela una disponibilidad de suministro de agua potable en un inmueble de su propiedad y la Coordinadora del Proceso de Acueducto y Alcantarillado accionada rechazó su solicitud, bajo el siguiente argumento de que corresponde a la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, la que rechazó la gestión con el mismo argumento, a pesar de que es ésta última, la que brinda el servicio de agua a sus vecinos. Se declara con lugar el recurso contra la Municipalidad de Alajuela. Se ordena a la Municipalidad de Alajuela que, en el plazo de un mes, proponga a la Municipalidad de Santa Bárbara un convenio para atender con la actual red de acueducto la solicitud del amparado, si éste cumple con todos los requisitos. Se ordena a la Alcaldesa y Encargada del Proceso de Acueductos y Alcantarillados, ambas de la Municipalidad de Alajuela, que en ejercicio de sus funciones deberán dictar los actos y ejecutar las gestiones necesarias para que garanticen el cumplimiento de lo ordenado. Los Magistrados Solano y Calzada salvan el voto y declaran sin lugar el recurso en los términos que aquí se ha resuelto. CL
11792-06. PROBLEMAS DE DESLIZAMIENTO DE CALLE PÚBLICA. Alega el recurrente que desde hace cinco años en su propiedad se presentan problemas de deslizamiento, asentamiento y hundimiento del terreno, como consecuencia del incremento del caudal de agua que pasa por el alcantarillado debido a que la Municipalidad de San Carlos procedió a eliminar dos salidas de agua que desembocaban en la quebrada.  Aunado a ello, que la calle que pasa al frente de su propiedad está hundida, carece de asfalto y en forma continua pasan camiones de carga pesada que provocan una fuerte vibración del terreno.  Señala que ha realizado varias gestiones ante la Municipalidad recurrida y no han hecho nada. En este caso es claro que el derecho fundamental al buen funcionamiento del servicio público es atribuible a la Municipalidad recurrida, sin que sea de recibo el argumento de falta de recursos, razón por la que se declara con lugar el recurso. CL
MUNICIPALIDAD
11440-06. SUSPENSIÓN DE OBRA. Alega el recurrente que el Departamento de Ingeniería de la Municipalidad de Nicoya dictó una orden que le ordena suspender una obra realizada sin permiso municipal, sin procedimiento previo ni oportunidad de defensa. Según las autoridades municipales recurridas, se trató de un hecho de mera constatación que el recurrente realizó una clara infracción a la Ley de Construcciones, al realizar movimientos de tierra que originaron un relleno y la consiguiente desviación de aguas pluviales de su curso normal, sin haber solicitado los permisos correspondientes, en perjuicio de la propiedad colindante, por lo que se aplicó lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley de Construcciones. En casos similares, esta Sala ha considerado que en las sanciones que se impongan por infracciones de mera constatación, no se aplican las exigencias del debido proceso aplicables al  procedimiento en que es necesario averiguar la verdad real y permitir el ejercicio del derecho de defensa antes de dictarse las medidas disciplinarias o sancionatorias. Se cita la sentencia 11749-02. SL
11261-06. APLICACIÓN DE PLAN REGULADOR EN PROYECTO HABITACIONAL. Alega el recurrente que a pesar de que cumple con los requisitos del Plan Regulador actual, la Municipalidad de Belén se niega a otorgar la disponibilidad de agua al proyecto denominado Condominio Paseo del Parque y pretende aplicar una norma que no existe en el Plan Regulador. Según consta no es cierto que el recurrente haya cumplido con todos los requisitos que necesita y la decisión municipal se fundamenta en la aplicación del principio precautorio, ya que, con base en estudios técnicos, el abastecimiento de agua potable al cantón de Belén está en riesgo. No obstante loa anterior, la procedencia o no del permiso y el cumplimiento de los requisitos, deben ser analizados en sede administrativa o en sede jurisdiccional ordinaria. SL
11263-06. PASO PEATONAL EN SANTA ANA. Acusan los recurrentes la inseguridad vial existente en Santa Ana, ocasionada por la inercia de la Municipalidad y del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, por cuanto hicieron una vía de entrada de 2 carriles en un solo sentido de la Cruz Roja hacia el este, la cual tampoco está demarcada, no tiene semáforos, ni pasos peatonales, creando un peligro de muerte para los que tienen que cruzar la calle de norte a sur o viceversa, en un lugar donde los vehículos viajan hasta 100 kilómetros por hora en una zona urbana. La situación ocurre también en la salida de Santa Ana, en dirección este a oeste, donde ya han ocurrido varias muertes por atropellos. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Santa Ana, y al Ministro de Obras Públicas y Transportes, que deberán cumplir lo siguiente: El Alcalde Municipal de Santa Ana deberá disponer o ejecutar, en su caso, la construcción de acera y caño en el costado norte de la Avenida 4 (Ruta Nacional Secundaria 121) entre las calles 2 y Central, la construcción de aceras sobre la calle 2 entre avenidas 2 y 4 y sobre la calle 2, entre las avenidas central y primera, en un término de seis meses, contados a partir de la notificación de esta resolución. Como la construcción de aceras es un deber de los propietarios, la Municipalidad deberá ordenar a los propietarios respectivos que ejecuten la construcción en el término de tres meses a partir de la notificación de esta sentencia y, en caso de no hacerlo, contará con otros tres meses para ejecutarlo por sí misma y cobrarlo posteriormente a los propietarios. El Ministro de Obras Públicas y Transportes, por medio del Departamento de Semáforos, dentro del término de dos meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, debe instalar semáforos peatonales con botonera sobre la Avenida 1, al costado este de la intersección de esa avenida con la calle 2 y sobre la avenida 4, al costado oeste de la intersección de esa avenida con la calle 2, con los tiempos previstos en el informe técnico respectivo. El Ministro de Obras Públicas y Transportes, por medio del Departamento de Señalización Vial, dentro del término de quince días posteriores a la instalación de los semáforos, debe realizar la demarcación de zona escolar como se indica en el informe técnico respectivo; deberá demarcarse la senda peatonal, las líneas de parada se ubicarán a 5 metros al lado de la senda, como se indica en el informe; no se ubicará al frente de ningún tipo de acceso vehicular y en caso necesario, se desplazará del punto recomendado hasta ajustarse a ese requerimiento; además, deberá poner demarcación horizontal y vertical en las cercanías de la Escuela Andrés Bello, también, según se indica en el informe. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

12228-06. COBRO DE MESES DE PENSION POR EL TIEMPO QUE PERMANECIÓ DETENIDO. Alega el recurrente que por orden del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Santa Cruz se le detuvo respecto a una cuota alimentaria suspendida en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Esta Sala analizó la constitucionalidad del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, en la sentencia 9675-01, con base en ese antecedente, se determina que la detención del amparado no es ilegítima, pues cuando fue dejado en libertad, se reanudó el deber de cancelar las sumas adeudadas. SL
	6. VOTOS SALVADOS POR TEMAS




MINORIAS

11344-06. REFORMA A LA LEY 7600. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente a la “Ley de Adición del artículo 46 bis y el Transitorio VIII a la Ley número 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”. Se evacua la consulta facultativa formulada en relación con el proyecto "Ley de Adición del Artículo 46 bis y el Transitorio VII a la Ley número 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en los siguientes términos: a)
Por unanimidad se declara que el artículo 1, no es inconstitucional; b)

Por mayoría se declara inconstitucional el artículo 2 del Proyecto, por violar el numeral 33 de la Constitución Política y el principio de razonabilidad. Notifíquese a los Diputados consultantes y al Directorio Legislativo. El Magistrado Mora coincide con el voto de mayoría pero considera que el artículo 2 consultado es inconstitucional únicamente por razones de irrazonabilidad. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y estiman que no es inconstitucional lo consultado. Los Magistrados Calzada, Vargas y Araya además declaran que el proyecto consultado es inconstitucional en tanto la Comisión Legislativa Plena Primera aprobó en primer debate un texto sustancialmente diferente al proyecto presentado a la Asamblea Legislativa, excediendo el derecho de enmienda y violando el principio de publicidad. Los Magistrados Solano, Mora y Vargas ponen nota. Evacuada. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y CRUZ CASTRO. Respecto del artículo segundo que adiciona el transitorio VIII de la Ley 7.600, quienes firmamos el voto disidente, estimamos que no es inconstitucional. Esta adición amplía el plazo relativo al acondicionamiento de las unidades de transporte público, modalidad de autobuses, para que aseguren la accesibilidad de las personas que padecen alguna discapacidad, incluyendo la rampa o plataforma y las medidas de las puertas de acceso. Al respecto consideramos que las autoridades políticas, tanto de la Administración como del Parlamento, establecieron una meta muy optimista cuando en 1996 establecieron el 23 de mayo del 2003 como la fecha límite para asegurar la accesibilidad de las personas discapacitadas a todas las unidades de servicio público, pues por un lado, los hechos han demostrado que las condiciones del transporte público de personas, la capacidad económica de las empresas y la eficacia de la gestión gubernamental, no permiten asegurar la plena accesibilidad de las personas discapacitadas al transporte público, tal como se pretendió, y por otro lado, ni la Administración ni las empresas privadas encargadas de prestar el servicio de transporte remunerado de personas han podido cumplir con dicha meta. Por lo tanto, no resulta conveniente que, desde esta instancia constitucional, se fijen obligaciones cuyo cumplimiento no guarda ninguna relación con el desarrollo económico del país y la capacidad administrativa del Estado. El transporte remunerado de personas, hecho notorio e incontrovertible, tiene varias disfunciones y limitaciones, de profundas raíces históricas. Las limitaciones económicas, institucionales y culturales que existen frente a la inclusión de los ciudadanos invisibilizados, como las personas discapacitadas y de igual forma, los que sufren procesos de marginalización de origen socio-político, requieren un esfuerzo importante de la sociedad para poder superar las estructuras culturales y económicas que han “normalizado” la exclusión. El arraigo histórico y político de la invisibilización de la población discapacitada exige un desarrollo progresivo, que en algunas ocasiones, puede parecer muy lento. En la Convención Interamericana sobre todas las formas de Discriminación de las Personas con Discapacidad, los Estados parte se comprometen a adoptar las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad, sin embargo, tal compromiso se cumple progresivamente. En el caso de la accesibilidad al transporte público de la población discapacitada, el Estado costarricense y las empresas privadas responsables de la concesión, no han podido cumplir con el plazo de accesibilidad plena que se fijaron en 1996. Este incumplimiento evidencia limitaciones estructurales muy complejas y profundas que debe evaluar el Parlamento y la Administración, sin que se cuente en esta instancia constitucional con los criterios que permitan establecer su irrazonabilidad. La realidad del incumplimiento de la norma consultada, según se expuso supra, constituye un elemento de razonabilidad que justifican, dada la naturaleza progresiva del derecho en discusión, la prórroga de los plazos de vigencia de la norma. No consideramos que en el acto legislativo deba constar una justificación específica sobre la prórroga de la disposición consultada. La responsabilidad política que asume el Parlamento con su decisión, la propia naturaleza del proceso legislativo, constituyen suficientes elementos de juicio como para estimar que la Asamblea Legislativa adoptó la decisión conforme a criterios razonables, dado el conocimiento que tuvieron de los hechos y del plazo que se requiere la exigibilidad plena de la norma. Tampoco existe en este caso una irrazonabilidad evidente y manifiesta, tal como se definió en la sentencia 1999-05236. En cuanto al principio de igualdad, consideramos que tampoco se conculca el artículo 33 de la Constitución Política y la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad, pues en el caso del desarrollo progresivo de los derechos de la población discapacitada, el Estado costarricense ha cumplido con las “obligaciones mínimas”, sin que pueda acelerarse el proceso, en virtud de los recursos disponibles y conforme al grado de desarrollo del transporte público en Costa Rica. La progresividad en el desarrollo de los derechos requiere una adaptación y desarrollo cuya duración depende de una serie de factores socio-económicos, históricos e institucionales. Es indudable que existió un error en la determinación del plazo en el que debía asegurarse el acceso pleno de la población discapacitada al transporte público; este error no puede ignorarse, es un hecho que exige una rectificación, que es lo que se expresa en la norma consultada. El incumplimiento flagrante de tres años de la norma que venció en mayo del 2003, las deficiencias históricas del transporte público, las graves contradicciones entre un servicio que prestan actores privados y las exigencias que impone un servicio público, son condicionantes que no puede ignorar este Tribunal, imponiendo obligaciones de imposible cumplimiento que convierten los mandatos constitucionales en letra mojada. 

 11756-06. PROBLEMAS PARA INGRESO A CONDOMINIO DE PERSONA DISCAPACITADA. Alega el recurrente que es propietario de la finca filial 11 C en el Condominio Hacienda Belén, ubicado en el Distrito Segundo La Rivera, Cantón Sétimo Belén de la Provincia de Heredia. Indica que el menor amparado, su hijo, sufre de discapacidad.  Acusa que dicho condominio incumple las obligaciones establecidas en la Ley #7600, de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad, y pone en peligro la salud de las personas con alguna discapacidad motora, situación que constituye una discriminación hacia ese sector de la población, en particular, en contra de su hijo y la Municipalidad no fiscalizó adecuadamente la construcción del condominio dicho. Se declara sin lugar el recurso. EL MAGISTRADO ARMIJO SALVA EL VOTO Y DECLRA CON LUGAR EL RECURSO. Me separo del criterio de la mayoría de la Sala, pues aunque considero que, en principio, no nos compete fiscalizar que una determinada edificación cumpla los requisitos que para su construcción prevé el ordenamiento jurídico, pues ello es tarea, sobre todo, de las municipalidades, el defecto que se apunta en el amparo tiene un vínculo inmediato con los derechos fundamentales en la medida en que se reclama como discriminatorio, en perjuicio de las personas que sufren discapacidad y de su derecho de acceso al espacio físico. En términos bastante genéricos, la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad (artículos I.2, II, III), formula este derecho como parte de la supresión de las distinciones, exclusiones o restricciones a las que ellas se ven sometidas, promoviendo su plena integración en la sociedad. Asimismo, este Tribunal, por sentencia #6732-98 de las 15:18 horas  del 18 de setiembre de 1998, destacó la regulación de la materia en nuestro derecho interno, en un cuerpo normativo de rango legal:

“La Sala entiende que esta normativa tiene sustento fundamental en los artículos 33, 50, 51 y 67 de la Constitución Política, de manera que su dictado, más que un contenido meramente programático, implica la ejecución real de principios básicos para permitir el desarrollo moral, físico, intelectual y espiritual de las personas con discapacidad física. Es en realidad, la creación de un sistema de actualización y de promoción de las condiciones necesarias para que las personas con discapacidad alcancen su plena participación social (artículo 3 inciso a) de la Ley 7600) y por ello, el incumplimiento de sus disposiciones, implica una violación flagrante de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad.” (En igual sentido v. la sentencia #2002-9233 de las 10:56 horas del 20 de setiembre de 2002).

Y es, precisamente, en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad donde se reconoce de forma concreta el derecho de acceso al espacio físico (artículos 41 y 42), y se incluye dentro de él que las aceras cuenten con rampas. Establecida la relevancia del caso planteado, desde el punto de vista de los derechos fundamentales, se tiene que al presentar los planos constructivos del condominio ante la Municipalidad recurrida, para su autorización, en ellos se estipuló de forma expresa que todas las aceras contarían con rampas, tendientes a facilitar la circulación de las personas con discapacidad para movilizarse (folio 70 del informe y copia de los planos ajuntadas al expediente). Sin embargo, al ejecutar los trabajos, se omitió construir las aceras de acuerdo con los planos presentados (folio 71 del informe y fotografías de folios 47 y 85), contando ellas, adicionalmente, con obstáculos que dificultan el tránsito de una personas en silla de ruedas (fotografías de folios 46, 47, 48, 85 y 85). De ello, como bien apunta el actor y de acuerdo con lo cual dirigió sus acciones iniciales, la primera responsable es la Municipalidad, en virtud de las potestades de fiscalización que ostenta en materia de construcción, ante el incumplimiento de los requisitos constructivos por parte de los ejecutores de la obra (artículos 1°, 74, 87 y 93 a 96 de la Ley de Construcciones). En su informe, el Alcalde, el Presidente del Concejo Municipal, el Director del Área Técnica Operativa y de Desarrollo Urbano y el Encargado de la Unidad de Desarrollo Urbano explican que no han contestado la gestión del recurrente, debido que es un asunto que reviste cierta complejidad y que lo que procede, de acuerdo con la Ley de Construcciones, es intimar la administración del condominio y conferirle un plazo para que se ajuste a la licencia de construcción concedida. Tomando en consideración que ese informe se rindió el 27 de junio de este año y que la gestión del actor ante la corporación local data del 6 de abril, también de 2006 (folios 18 y 24), sin que en el informe se establezca que se haya adoptado aún acción alguna, estimo que se violentó el derecho del recurrente a una pronta respuesta, así como el del amparado al acceso físico, por lo que voto por declarar con lugar el recurso, con el fin de que los recurridos se pronuncien y tomar las medidas que procedan para corregir las omisiones detectadas en el Condominio Hacienda Belén.       

COMERCIO

11733-06. COBRO DE LA ASOCIACIÓN DE COMPOSITORES Y AUTORES MUSICALES DE COSTA RICA. Alega el recurrente que la Asociación de Compositores y Autores Musicales de Costa Rica (ACAM), recauda derechos patrimoniales de autor y cobra tarifas, de manera unilateral sin ajustarse a las normas vigentes en la materia de rango internacional, lo cual considera que es lesivo de los derechos de su representada por cuanto si no cancela ese monto de dinero, no puede obtener autorización para utilizar o ejecutar públicamente obras musicales de cualquier índole, cuestionando por ello las potestades con que cuenta esa asociación. Se declara sin lugar el recurso. LOS MAGISTRADOS ARMIJO Y CRUZ SALVAN EL VOTO Y DECLARAN CON LUGAR EL RECURSO. Redacta el primero: Por vincularse este caso directamente con el resuelto por la Sala, mediante sentencia #2004-13781 del 1° de diciembre de 2004, remitimos a las razones ahí consignadas, a propósito de la objeción que hacemos, con el Magistrado Volio, al sistema en que se permite a la Asociación de Autores y Compositores Musicales de Costa Rica recaudar un canon, en supuesta representación de los derechos intelectuales de terceros, sin demostrar que tales terceros, en efecto, le confirieran ese poder. En consecuencia, salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el recurso.  

SALUD

12729-06. MEDICAMENTOS. Señala la amparada que padece de cáncer de mama y ha sido sometida a quimioterapia y radioterapia, y por recomendación de su médico tratante, debe aplicarse el medicamento Herceptin, el cual hasta ahora no le ha sido proporcionado. Se declara con lugar el recurso. LOS MAGISTRADOS MORA, ARMIJO Y CRUZ SALVAN EL VOTO Y DECLARAN CON LUGAR EL RECURSO.  Los suscritos magistrados discrepamos del criterio sostenido por la mayoría de la Sala que declara con lugar este amparo, ordenándose a las autoridades de la entidad recurrida efectuar la entrega inmediata del medicamento Trastuzumab inyectable tipo Herceptin®, bajo la responsabilidad de su médico tratante, como ya se ha sostenido en anteriores ocasiones (v. expedientes 06-003473-0007-CO y 06-005836-0007-CO). Lo anterior por cuanto, si bien en otras oportunidades se ha considerado –al igual que la mayoría– que es arbitraria la negativa del Comité Central de Farmacoterapia de conferir al enfermo el medicamento recomendado por su médico tratante, ello así se ha calificado únicamente en los supuestos en que dicha decisión se sustenta en criterios de orden económico y burocrático –sobre el particular, se puede consultar la sentencia #2005-05646 de las 14:36 horas del 11 de mayo del 2005–. Es distinta, sin embargo, la situación que se analiza en el caso presente, en el cual el medicamento pretendido por el amparado lo es bajo un protocolo experimental y con mayores riesgos que beneficios, según se analizó en el expediente 06-005836-0007-CO mencionado. Desde ningún punto de vista se puede admitir que se utilice a los asegurados de la entidad accionada para probar medicamentos en circunstancias en que aún no se reúnen todos los requisitos de experimentación, obligándoles a asumir sus efectos adversos sin tener certeza sobre los beneficios que supone el consumo, alimentándose injustificadamente la esperanza del paciente de permanecer en buenas condiciones de salud. Por lo expuesto, en esta oportunidad salvamos el voto y declaramos sin lugar el amparo.

TRABAJO

9766-05. OBLIGAN A FUNCIONARIOS BANCARIOS A DECLARAR BIENES. INTIMIDAD DE FUNCIONARIOS PUBLICOS. Alegan los recurrentes que la Gerencia General del Banco de Costa Rica promulgó la normativa que es "Disposiciones Administrativas de Cumplimiento", que exige a todo el personal de la institución bancaria rendir declaración jurada de todos los bienes y pasivos; para brindar lineamientos a nivel administrativo sobre aspectos de la ley N°8204, sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado, Legitimación de Capitales y Actividades Conexas, así como complementar el Reglamento del Sistema Integral de Prevención del lavado de Dinero del Banco de Costa Rica y las Políticas de Cumplimiento; lo que estiman violatorio del principio de legalidad, reserva de ley, derecho a la intimidad, de la dignidad humana y constituye una intervención arbitraria en la esfera de la privacidad. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO. Me separo del voto de la mayoría de la Sala, para el cual la política “Conozca a su empleado”, difundida mediante directrices de la Superintendencia General de Entidades Financieras y traducida en las “Disposiciones Administrativas de Cumplimiento” de la Gerencia General del Banco de Costa Rica no presenta roce de constitucionalidad alguno. En mi criterio, debe relacionarse adecuadamente el alto interés público que reviste la fiscalización de las entidades financieras con el ámbito de la vida privada de sus funcionarios, cubierto por el artículo 24 de la Constitución Política. Esto, porque me siento obligado a advertir que ni aún el más alto interés público, como noción abstracta, puede emplearse para menoscabar los derechos fundamentales de las personas a través de disposiciones de carácter general, mucho menos si ellas son de rango reglamentario y aún inferior, ya que el interés público como excusa postulada en abstracto es el instrumento preferido de la arbitrariedad. Tal postulación es un ejercicio totalmente diverso de aquél que puede hacer, por ejemplo, una autoridad jurisdiccional frente a una denuncia concreta, donde pondera si debe sacrificar el derecho a la intimidad en aras de una investigación determinada. Considero que en ninguna materia la regla puede ser la exhibición permanente, prematura e injustificada de la intimidad de los funcionarios públicos. Por ello, salvo el voto y declaro con lugar el amparo, con sus consecuencias. CL
PENAL

12244-06. SE OBLIGA A CCSS ABRIR PROGRAMA PARA OFENSORES SEXUALES JUVENILES. DECLARACION EN SUSPENSION DEL PROCESO A PRUEBA EN MATERIA PENAL JUVENIL. Alega el recurrente que las autoridades del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y la Clínica del Adolescente del Hospital Nacional de Niños, lesionan sus derechos, al exigir como requisito aquellos menores que se someten a una suspensión del proceso a prueba, de reconocer los hechos que se les imputa si desean ingresar al programa de ofensores sexuales juveniles que tienen los órganos accionados. Acusa, asimismo, que el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial de modo indebido cerró el programa que había implementado para la atención de este tipo de población, sin mayor sustentación y tampoco la Caja Costarricense de Seguro Social, brinda un programa de ofensores sexuales juveniles a aquellos adolescentes que sean remitidos por el Poder Judicial.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto se dirige contra la negativa de las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social de implementar el programa de ofensores sexuales juveniles respecto de los menores que son remitidos por el Poder Judicial, esto último por la violación del derecho protegido en el artículo 33 constitucional. Se anula el contenido de la nota N° DJ-6105-05 de 10 de noviembre de 2005, suscrita por el Consejo Asesor de la Dirección Jurídica de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás se declara sin lugar el recurso. EL MAGISTRADO ARMIJO SALVA EL VOTO Y TAMBIEN DECLARA CON LUGAR EL RECURSO EN CUANTO SE DIRIGE CONTRA EL CIERRE DEL PROGRAMA DE OFENSORES SEXUALES JUVENILES, POR EL DEPARTAMENTO DE TRABAJO Y PSICOLOGIA DEL PODER JUDICIAL. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría de este Tribunal Constitucional en la sentencia N°2006-12244 de las 15:22 hrs. de 22 de agosto de 2006, en tanto se desestima el recurso en cuanto se dirige contra el cierre del programa de ofensores sexuales juveniles por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial. Lo anterior por cuanto, en el caso concreto es evidente que la Ley de Justicia Penal Juvenil establece la obligación de brindarles tratamiento; así se infiere del expediente legislativo N°12474, así como de las disposiciones constitucionales que regulan la atribución de competencias del Poder Judicial, las cuales pueden ser ampliadas por ley, pero no restringirlas. En la especie la materia regulada sin duda justifica que el Poder Judicial comparta con otras instituciones la prestación del programa aludido. Por lo expuesto, el suscrito salva el voto y estima el amparo en lo que a este punto se refiere.

 EXTRANJERO

11411-06. NIEGAN INGRESO AL PAIS A EXTRANJERO. Alega el recurrente, quien es de Kazajstán, que las autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería le niegan su ingreso al territorio nacional, pese a que desde el 14 de junio de 2006 se planteó una gestión con el fin de obtener la visa correspondiente. Señala además, que se brinda un trato degradante contrario a su dignidad en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría. Considera la Sala que la negativa de ingreso del amparado al territorio costarricense, no se encuentra motivada, pues consta que solicitó visa y que no fue contestada su gestión, por lo que no consta que pretendiera llegar al país sin contar con esa autorización. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, que resuelva y notifique, inmediatamente, la gestión formulada por el amparado. Los Magistrados Armijo Sancho y Rodríguez Arroyo coinciden con el voto de mayoría pero ordenan la inmediata libertad del tutelado.  Nota separada de los Magistrados Armijo Sancho y Rodríguez Arroyo con redacción del primero. Aunque coincidimos con el criterio dado por la mayoría del Tribunal Constitucional en este asunto, también ordenamos la libertad inmediata del tutelado, pues a la fecha no existe ningún motivo que justifique su retención en el Areopuerto Internacional Juan Santamaría. En este sentido, es claro que el tutelado tiene más de 7 días de permanecer detenido en ese lugar por las autoridades migratorias, con menoscabo del Derecho de la Constitución. 

NOTARIOS

12578-06. INHABILITACIÓN DE NOTARIO. Señala el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado de modo arbitrario instauró un proceso de inhabilitación en su contra, pese a que con anterioridad la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia había revocado el criterio vertido por la autoridad accionada, en cuya virtud se había denegado la autorización para el ejercicio de la actividad notarial. Sobre el caso aquí planteado la Sala resolvió un asunto similar, en la sentencia 9036-06. Consta que el accionante desempeña un puesto en propiedad en el ICE. Se declara sin lugar el recurso. LOS MAGISTRADOS ARMIJO Y SOSTO SALVAN EL VOTO Y DECLARAN CON LUGAR EL RECURSO. Con redacción del primero: Divergimos de la posición sostenida por la mayoría de la Sala, según la cual la Dirección Nacional de Notariado inhabilitó válidamente al recurrente, puesto que, a nuestro juicio, ello se dispuso a partir de una lectura equivocada y restrictiva del Código Notarial, contraria a su derecho al trabajo. Los artículos 4° y 5° del Código mencionado no deben entenderse separadamente, sino que ellos son claros al impedir en el 4° inciso f) ser notario público a quienes ejerzan cargos en cualquier dependencia del sector público en la que se prohíba el ejercicio externo del notariado. El 5°, de su parte, exceptúa de la aplicación del impedimento del 4° inciso f) a los funcionarios designados a plazo fijo, excluidos del Régimen de Servicio Civil y que no gocen de compensación económica por prohibición ni dedicación exclusiva. No se trata de presupuestos de impedimento independientes, sino del establecimiento de una regla y de sus excepciones. Así, si contra el actor no existe una prohibición expresa para ejercer el notariado, no debe entrarse a considerar las peculiaridades de la relación de servicio público que establece el artículo 5°, y mucho menos, para crear, a contrario sensu, prohibiciones adicionales. Por ello, salvamos nuestro voto y estimamos el amparo. 

12070-06. NIEGAN EJERCICIO NOTARIADO A FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado decretó su inhabilitación aun cuando en la institución donde trabaja no se prohíbe el ejercicio externo del notariado y no recibe prohibición ni dedicación exclusiva. Existen dos tipos de situaciones en los notarios: a) Los primeros, se encuentran bajo el régimen de empleo público o notarios de planta, aquellos contratados para prestar sus servicios notariales, a cambio del pago de un salario, quienes gozan de dedicación exclusiva o prohibición, y tiene prohibido el ejercicio privado del notariado y el cobro de honorarios al Estado por la prestación dicho servicio (artículo 7 inciso b) y artículo 8 segundo párrafo del Código Notarial y artículo 67 de la Ley de Contratación Administrativa). b) En un segundo tipo se encuentran los notarios públicos que tienen un cargo público y ejercen de forma privada,  si cumplen con los requisitos señalados en el artículo 4 inciso f) y artículo 5 inciso d) del Código Notarial, que son: estar contratado a plazo fijo, no estar sujeto al régimen de Servicio Civil, no recibir compensación económica por prohibición o dedicación exclusiva y no tener superposición horaria, requisitos que no cumple. En este caso, consta que el recurrente no cumple los requisitos. Se cita la sentencia 9037-06. Se rechaza por el fondo el recurso. EL MAGISTRADO ARMIJO SALVA EL VOTO Y DECLARA CON LUGAR EL RECURSO. Me separo de la posición sostenida por la mayoría de la Sala, según la cual la Dirección Nacional de Notariado inhabilitó válidamente al recurrente, puesto que, a mi juicio, ello se dispuso a partir de una lectura equivocada y restrictiva del Código Notarial, contraria a su derecho al trabajo. Los artículos 4° y 5° del Código mencionado no deben entenderse separadamente, sino que ellos son claros al impedir en el 4° inciso f) ser notario público a quienes ejerzan cargos en cualquier dependencia del sector público en la que se prohíba el ejercicio externo del notariado. El 5°, de su parte, exceptúa de la aplicación del impedimento del 4° inciso f) a los funcionarios designados a plazo fijo, excluidos del Régimen de Servicio Civil y que no gocen de compensación económica por prohibición ni dedicación exclusiva. No se trata de presupuestos de impedimento independientes, sino del establecimiento de una regla y de sus excepciones. Así, si contra el actor no existe una prohibición expresa para ejercer el notariado, no debe entrarse a considerar las peculiaridades de la relación de servicio público que establece el artículo 5°, y mucho menos, para crear, a contrario sensu, prohibiciones adicionales. Por ello, salvo mi voto y estimo el amparo. 

